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procesal, lo que constituye una infracción de los principios básicos de
a!ldiencia. asistencia y defensa, y vulneración de los principios constitu­
cIonales, dando lugar a una eVIdente indefensión.

Se solícita la nulidad de la Sentencia del Juzgado de Instrucción y
que se le reconozca su derecho a ser parte mediante la preceptiva
citación para el acto de la vista.

4. Por providencia de 13 de enero de 1988. la Sección acordó
admitir a trámite el recurso, y solicitar del Juzgado de Instrucción de
Alcobendas y del Juzgado de Distrito de San Sebastián de los Reyes la
remisión de las correspondientes actuaciones, así como de este último
la citación de quienes hubieran sido parte en el correspondiente proceso.

Ha comparecido el Procurador don Ignacio Cornjo Pita, en nombre
y representación de don Antonio Peña Perlado. y la Procuradora doña
María Teresa Margallo Rivera, en nombre y representación del Instituto
Nacional de la Salud. teniéndoseles por comparecidos por providencia
de 5 de mayo de 1988. En dicha providencia se otorgó un plazo común
de veinte días a las partes Yal Ministerio Fiscal para la fonnulación de
alegaciones.

5. En su escrito de alegaciones el solicitante de amparo insiste en
las razones expuestas en la demanda, invoca nueva doctrina jurispru­
dencial postenor a la demanda y afinoa que «se omitió la preceptiva
citación personal» para asistir a la vista pública lo que determinó su
incomparecencia y le produjo indefensión.

6. > La representación del Instituto Nacional de la Salud se opone a
la concesión del amparo. En primer lugar, porque la no concurrencia a
la vista o el no uso de su derecho de qefensa habiendo sido citado. no
:vulnera el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, pues de
acuerdo al arto 97S de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. únicamente
debe oírse a los interesados personados si concurriesen a la vista ante
aquel Juzgado. Po otro lado, al ser apelante, si no se personó ante el
Juzgado dentro del término del emplazamiento, también hizo dejación
personal de sus medios procesales de defensa., por 10 -que tampoco habria
existido indefensión.

7. El Ministerio Fiscal, tras una reconstrucción minuciosa de los
hechos en la que hace constar las sucesivas intervenciones del solicitante
de amparo en el proceso penal por medio de su Procurador, se opone
a la concesión del amparo por estimar Que la· incomparecencia ha de
estimarse imputable a la parte, ya que tanto el emplazamiento en el
recurso de apelación, como su personación como la citación para la
vista, se efectuaron, con los debidos efectos, en la persona de su
Procurador, por lo Que la incomparecencia no puede atribuírse a causas
ajenas a la parte. sino a causas imputables a la misma, no existiendo
razones aceptables para creer Que desconociera la citación al acto de la
vista porque fue citado a través del Procurador a quien había otorgado
su representación, como venia realizándose con éxito a lo largo de todo
el procedimiento.

S. Formada la oportuna pieza separada de suspensión y tras los
correspondientes trámites la Sala acordó la suspensión de la Sentencia
impugnada solo en 10 relativo a las penas de reprensión privada y
privación del penniso de conducir, pero no en relación a la pena de
multa y a las indemnizaciones, aunque afianza a los perceptores la
eventual devolución de lo cobrado.

9. Por providencia de 22 de mayo de 1989, se señaió para
deliberación y votación del presente recurso el dia 5·de junio siguiente.

II Fundamento jurldicos

1. El demandante de amparo .alega haber sufrido indefensión al no
haber podido asistir al acto de la vista de apelación, por él formulada,
contra la Sentencia del Juzgado de Distrito que le había condenado
como autor de una falta de imprudencia, por ni haber sido «debida­
mente citado para la celebración de la vista» de la apelación.

Sin embargo, el examen de las actuaciones, a las que no tiene acceso
este Tribunal sino tras la admisión de la demanda (art. 51.1 de la Ley

15597 Pleno. SentenCia 103/1989, de 8 de junio. Recursos de
inconstitucionalídad 682 y 683/1984 (acumulados), prOmo­
vidos, respectivamente, por la Junta y el Parlamento de
Galicia contra la Ley 23/1984. de 24 de Junio, de Cultivos
Marinos.

HPleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francísco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente. don
Antonio Truyol Serra. don Fernando Garcia:Mon y G(:m~ález-Regu.eral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugemo Diaz Elmtl, don MIguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús LeguiI!a Villa. don Luis
López Guerra, don José Luis de los Mozos y de los Mozos. don Alvaro
Rodríguez Bereijo y don José Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha
pronunciado .

Orgánica del Tribunal Constitucional), evidencia que tal afirmación no
corresponde a la realidad de los hechos. En el presente caso, aun no
siendo preceptiva en el juicio de faltas la representación por Procurador,
el solicitante de amparo que apeló la Sentencia no sólo anunció la
apelación mediante Procurador. sino también se personó en la misma.
en escrito de 12 de junio de 1986, mediante Procurador, con firma de
Letrado, solicitando de forma expresa que se entiendan con el Procura­
dor «las sucesivas diligencias que se practiquen en concepto de ape­
lante». El Juzgado de Instrucción ha cumplido estrictamente el deseo de
la parte y lo dispuesto en el art. 182 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal que permite la notificación. cítación y emplazamiento a través
de Procurador. no dándose aquí ninguno de los supuestos que ese
mismo precepto exceptúa para que la citación se haga al mismo
interesado en persona, puesto que en el juicio de faltas la comparecencia
en persona de los interesados a la vista de la apelación no es obligatoria,
como resulta claramente del arto 978 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, el cual prevé además la posibilidad de asistencia de la parte
a través de sus legítimos representantes.

Como detenidamente razona ei Ministerio Fiscal el hecho de no
haber comparecido la parte, ni su representación. ni su Letrado al acto
del juicio, no puede ser imputado al órgano judicial, sino sólo a la parte
o a sus representantes, faltando así el presupuesto imprescindible para
Que pueda entenderse violado el arto 24.1 de la Constitución por actos
que tengan «su origen inmediato y directo en un acto u omisión de un
ó~o judicial» como requiere el arto 44.1 de la Ley Orgánica del
Tnbunal Constitucional.

Procede en consecuencia la desestimación del presente recurso.

2. De acuerdo al arto 95.3 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, el Tribunal podrá imponer a Quien formulare recurso de
amparo con temeridad o abuso de derecho una sanción pecuniaria. En
el presente caso la ambigüedad calculada con que está redactada la
demanda, en laque se niega haber sido debidamente citado para la vista.
la absoluta omisión de referencias a la actuación procesal a través del
Procurador, el cambio significativo en el escrito de alegaciones haciendo
entonces referencia a no haber sido citado en perSona, permiten
entender que el solicitante de amparo. que ha contado con preceptiva
asistencia letrada de quien también fue su Abogado en el proceso a qua y
que hubo de conocer por tanto también la circunstancia de la representa­
ción de la parte a través de Procurador, ha actuado con manifiesta
temeridad y mala fe en esta vía del proceso de amparo, cuya utilización,
hecha posible por manifestaciones inciertas en el escrito de demanda.
comprobables l!.!~n al examinar las actuaciones, sólo puede obedecer a
la razón de haber intentado alargar artificialmente el cumplimiento de
la Sentencia que le perjudicaba.

Por ello, de acuerdo al art. 95 de la Ley Orgánica de este Tribunal,
procede imponer al solicitante de amparo una sanción pecuniaria de
50.000 pesetas y el abono de las costas causadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA

Ha decidido

1.0 Desestimar el amparo solicitado.
2.° Imponer al recurrente una sanción de 50.000 pesetas por haber

incurrido en manifiesta temeridad al interponer el presente recurso de
amparo, así como al pago de las costas.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a cinco de junio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En los siguientes procesos acumulados: Recursos de inc~nstituciona­

lidad registrados con los núms. 682/1984 y 683/1984. mterpuestos.
respectivamente, por la Junta de Gabcia. representada por· don klgel
Fenor de la Maza y Conde-Quiroga, Director general de lo Contencioso
y el Patrimonio de la Junta de Galicia y por el Parlamento de Galicia.
representado por don Antonio Rosón Pérez, Presidente del Parlamento
de Galicia. en relación con la Ley 23/1984, de 25 de junío. de Cultivos
Marinos. Ha comparecido el Abogado del Estado en representacíón del
Gobierno de la Nación. Ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro
Rodríguez Bcreijo, quien expresa el parecer del Tribunal.
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L Antecedentes

l. Por escrito registrado en este Tribunal el día 27 de septiembre de
1984, el Director general de lo Contencioso y el Patrimonio de la Junta
de Galicia presentó. en nombre de la misma, recurso de inconstituciona­
lidad contra la Ley 23/1984, de 25 de junio, de Cultivos Marinos
(<<BOE» núm. 153, de 27 de junio de 1984). Se planteó el recurso contra
la totalidad de la Ley y, subsidiariamente, contra los siguientes precejt
tos, impugnados en todo oen parte: arto 1; art 7; arto 10 (I=!árrafo 2. );
ar1.19; arto 22 (párrafos 1.0 y 2....); arto 24; art 25 (párrafos 1.0 y 2.°): art
26 (párrafo L°); arto 27; art 29; art 30; arto 31; Disposición adicional y
Disposición transitoria Se expusieron en el escrito de demanda los
alegatos que a continuación se resumen:

a) Comienza la representación actora realizando un «plantea·
miento» de carácter general acerca de "la'Ley impugnada. Se advierte así,
en primer lugar, que la Ley 23/1984, según su Exposición de Motivos,
se presenta como una verdadera «innovación» o «modificación» de la
legislación vigente en lo relativo a la ..ordenación marisquera (Regla­
mento para la explotación de viveros de cultivo, aprobado por Decreto
2.559/1951, de 30 de noviembre, y Ley 59/1969, de 30 de junio, de
Ordenación Marisquera). De otro lado, se subraya que la materia objeto
de regulación por esta Ley no está incluida en titulo alguno de
competencia exclusiva del Estado, según el art. 149 de la Constitución.
correspondiendo, por el contrario, a la exclusiva competencia de la
Comunidad Autónoma de Galicia (arts. 148.1.11 de la Constitución y
27.15 del Estatuto de Autonomía de Galicia), si bien la Ley impugnada
pretende justificarse, según su Disposición' adicional, en su carácter
«supletorio» respecto de las normas que puedan dictar las Comunidades
Autónomas competentes, supletoriedadque, a tenor de la Exposición de
Motivos, respetaría totalmente las competencias asumidas por las
Comunidades Autónomas. La Leyes, pues, general, uniforme y supleto­
ria. lo que suscita un problema de interpretación del art. 149.3 inJine de
la Constitución, en relación con el arto 38 del Estatuto de Autonomía,
así como la cuestión relativa a la subsistencia o agotamiento de la
competencia estatal para legislar sobre materia de competencia exclusiva
de las Comunidades Autónomas, innovando así, una vez aprobados y
vigentes los Estatutos de Autonomía, el Derecho preconstitucional. Esta
es una de las perspectivas desde las que se impugna en su integridad la
Ley, pues -según la representación actora- el arto 149.3 in fine de la
Constitución no constituye, por la propia significación del mecanismo
de la supletoriedad, un titulo genérico o específico de competencia
estatal, sino un instrumento estructural de plenitud e integración
normativa que no puede desembocar, sin desnaturalizar la propia
supletoriedad, en una verdadera invasión del campo de la exclusividad
competencial autonómica, de tal modo que la función de complemento
e integración propia de la supletoriedad no se puede convertir en un
mecanismo de regulación plena y directa, ni mucho menos corregir o
restringir el orden de competencias establecido por la Constitución y el
Estatuto. Se cita a este respecto la Disposición transitoria tercera del
Estatuto de Autonomía de Galicta (<<MIentras las Cortes Generales no
elaboren las Leyes a que este Estatuto se refiere y el Parlamento de
Galicía legisle sobre las materias de su competencia, continuarán en
vigor las actuales Leyes 'j Disposiciones del Estado que se refieren a
dichas materias, sin perjUIcio de que su desarrollo legislativo, en su caso,
y su ejecución se lleve ~cabo en 'los' supuestos así previstos en este
Estatuto»), observándose a este res~o que, en la materia de cultivos
marinos, el Derecho material aplIcable es, según la regla estatutaria
transcrita, el «actual» o «vigente» al que así se hace la remisión, esto es,
la Ley de Cultivos Marinos de 30 dejunio de 1969. Por el efecto de la
remisión estatutaria. en definitiva, la expresada Ley, y no atta, se asume
transitoriamente -junto con las disposiciones de su desarrollo o «grupo
normativo»- como regulación material del titulo de exclusividad
competencial del arto 27.15 del Estatuto de Autonomía, desempeñando
durante la transitoriedad, por propio mandato estatutario, la función de
Derecho propio de las Comunidades Autónomas y no la de derecho
supletorio estatal, pues el art. 149.3 de la Constitución no puede
((suplír», como lo hace la Ley estatal impugnada, a dicho mecanismo de
transitoriedad, que tiene valor orgánico e institucional básico_

De lo dicho se sigue que no es posible la producción normativa
estatal de leyes particulares sobre sectores entregados por la Constitu­
ción y los Estatutos a las competencias exclusivas comunitarias con
fundamento en el principio de supletoriedad, por cuamo -se aflade- no
pueden coexistir dos leyes particulares o sectoriales. estatal y autonó­
mica: la actuación del meca,nismo del art. 149.3 se Telegaría a un
segundo grado y existiria, así. una doble supletoriedad aplicable al
Derecho. propio de las Comunidades Autónomas (<<Ley Estatal Sectorial
Suplctona», aplicable en primer grado, y «derecho estatal», globalmente
considerado. que, seria aplicable en segundo grado). Por todo ello. la
conclusión. en cuanto a este extremo, es que el «reenvíO) operado por
la Disposición transitoria tercera del Estatuto de Autonomía de Galícía
en favor de la legislacióri estatal se opera para las leyes vigentes en el
momento de la entrada en vigor del Estatuto (Leyes «actuales» y no
simplemente, (Leyes del Estado»), de tal modo que se «(cierra la
competenCIa legislativa estatal para.las materias pr:opias p:e la legislación
autonómica vinculadas a competencias exclusivas». Por otra parte. la

«imprudente supletoriedad de la Ley afecta a su total contenido
concreto», a excepción de los arts. 3.1 (en cuanto a las competencias del
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación), 3.2, 8 y 9 (en cuanto
el «ÚT$8nismocompetente» resulte ser el Ministerio estatal), 10 (sin
perjUiCIO de su específica problemática en orden al alcance, de los
informes vinculantes) y 11, 12 Y 13 (en cuanto el «Organismo compé­
tente» resulte ser un órgano de la Administración del Estado). No
obstante, estos preceptos (que, según la Disposición adicional de la Ley,
«habrán de ser respetados en todo' caso») devendrian «inútiles» y
«fragmentarios», dada su evidente conexión y aplicabilidad conjunta
con los preceptos supletorios inconstitucionales. Sin petjuicio de ello, la
inconstitucionalidad de los mencionados preceptos del título 11 de la Ley
se deriva ex complexu, al margen de los titulas específicos que pudiera
haber esgrimido el Estado para dietarios, de su aplicación y subsanación
en una Ley que modifica, reformulándolo, el alcance de la Disposición
transitoria tercera del Estatuto de Autonomía de Galicia e idénticas
Disposiciones de la generalidad de los Estatutos de Autonomia. A mayor
abundamiento, se destaca que, una vez efectuadas las transferencias a la
Comunidad Autónoma de Galicia en materia de Pesca y Cultivos
Marinos (Real Decreto 3.318/1982, de 24 de julio), el Estado no se ha
reservado competencia normativa alguna que afecte al sector de los
cultivos marinos, aunque __ahora pretenda ejercerla con la· cobertura de
una indebida supletoriedad. El control de la «causa» o «supuesto de
hecho» de la producción normativa, que habilitan el «principio de
legalidad» y el de «iriterdicción de la arbitrariedad de los Poderes
Públicos», postula como «garantía institucíonal» (art. 9.3 de h:o Cónstitu­
ción) del principio de «autonomía política» (arts. 2 y 137 de la
Constitución) la correcta aplicación de los arts. 149.3 in fine de la
Constitución y transitoria tercera del Estatuto de Autonomía de Galicia
conforme a su verdadera hipótesis, lo que exigiría la declaración de
inconstitucionalidad de la total «hipótesis» de la Ley estatal 23/1984, de
25 de junio, de Cultivos' Marinos, y «determinaciones normativas»
conexas a la misma.

b) Se alega, asimismo, en el recurso que la Ley 23/1984, además de
presentarse como «general, uniforme y supletoria», persigue tambien
como finalidad declarada en su propia Exposición de Motivos, realizar
una «ordenación competencial de los distintos organismos con intereses
en la costa», y a pesar de que tal «ordenaciÓn» se dice realizada -segun
la misma Exposición de Motivos- «sin vulnerar las atribuciones de los
entes autonómicos», lo cleF\O es que, al aludir la Ley al «organismo
competente», se refiere indistintamente a organismos estatales y autonó­
micos, hasta el punto de negar, en el desarrollo concreto del articulado,
a una verdadera ((coordinaciÓn» orgánica y funcional de sus respectivas
actividades y competencias., según se reflejaría en los arts. 10.2,24, 25.1,
26 Y 27, En suma, la ordenación competencial que se persigue sobre la
base o -fundamento. de una incorrecta interpretación del alcance del
artículo 149.3 in fine, persigue. en realidad, y con notorio fraude de tí~os
competeneiales exclusivos <le la Comunidad Autónoma, la consecuCIón
de claros propósitos armonizadores al margen del procedimiento y
supuestos de aplicabilidad del arto 150.3 de la Constitución, lo que
entraña un nuevo intento de «loapalización», en la medida en que la
supletoriedad del Derecho estatal se emplea como cobertura de una
ordenación competencialgeneral y uniforme (armonización) para todas
las ComunidadeS Autónomas, a través de la cual se restringen Olimitan
competencias exclusivas, como las reconocidas en el art. 27.15 del
Estatuto de Autonomía de Galicia. Para el logro de dicho propósito
«ordenadoP} o «(3.mlonizadof» se utilizan, sin previa modificación
concreta de la legislación de Costas, mecanismos propios de aquel sector
normativo; así sucede con el carácter «preceptivo» de los informes a que
alude el art. 24, con el alcance vinculante de dichos informes (y de los
también previstos en el art. 10.2) y con la exigencia de «conformidad»
a que se refiere el arto 26, entTcotros aspectos, instrumeritos éstos que,
lejos de ostentar un caTácter coordinador, reducen prácticamente a la
nada la gestión y ejecución autonómica (arts. 37.1 y'2 y 27.15 del
Estatuto). Además, existe un cambio sustancial en la funcionalidad que
para los informes establecen la Ley de Costas ysu vigente Reglamento.
pues supuestos de carácter «preceptivo» se han transformado en
«vinculantes)} y. por otra parte, aquella normativa preconstitucionaL
aplicable a las relaciones entre órganos estatales. se amplía a las
relacíones entre el Estado v las Comunidades Autónomas, con notorio
«desdorO) de su autonomí"a política (arts. 2 y 137 de la Constitución)_
Se instaura así un peculiar sistema coordinador. no tipificado por la
Constitución ni por los Estatutos que. además de partir de las previsio­
nes de una legislación preconstitucional. vacía de contenido las compe·
tencias atribuidas en el art. 27.1S del Estatuto de Autonomía. Los
mecanismos formales así dispuestos resultan. por lo" demás. notoria­
mente desproporcionados y. no responden al significado y alcance del
principio de coordinación, aun en el hipotetico supuesto de que este
último resultase aplicable. Por ello. se plantea como motivos especificos
de impugnación en este punto los siguientes: 1) El proPósito armoniza­
dor de la Ley, al margendel art: IS0.3 de la Constitución; 2) La
inaplIcación del principio y .mecamsmos constitucionales de coordina­
ción en aquellos aspectos no relacionados directa e in-mediatamente con
la planificación _económic'a del sector; J) Existencia en la· Ley de
mecanismos formales para lareladón entre la Administración estatal ~
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las autonómicas que no se adaptan al alcance y significado constitucio·
nal del principio de coordinadón: 4) Que tales mecanismos formales
suponen no sólo un control genérico o indeterminado de las competen·
cias ejecutivas autonómicas, sino una verdadera invasión de las mismas,
al quedar su ejercicio condicionado a la única decisión del Estado; 5)
Que existen aspectos en la Ley que suponen una reformulación de!
ámbito de competencias constitucional y estatutario, de~dando a la
condición de «concurrentes.» unas competencias exduslvas, y 6) La
invasión, en fin, de competencias ejecutivas autonómicas en orden al
fomento de la investigación sobre cultivos marinos a través de la
«coordinación» establecida por el arto 29 de la Ley.

También la Exposición de Motivos de la Ley alude a cómo su
«ordenación económica general se mantiene dentro del marco legal del
arto 131 de la Constitución Española», pero es lo cierto que la Ley no
contiene ordenación económica alguna ni, por supuesto, contenido
planificador, sino, a lo sumo, meras previsiones de futuro en sus arts.
25.2, 27 y 28. Por ello, el objeto de la regulación legal no se incluye en
el supuesto del arto 131 de la Constitución, pues el verdadero objeto de
la Ley no es planificar ni ordenar el sector en sus aspectos económícos,
sino la regulación sustantiva del mismo, segUn se desprende de su arto
1 Yde sus arts. 2, 30 Y 31, ello con independencia del hecho de .que si
la Ley estuviera incluida en la hipótesis del citadoart. 131, hubiera sido
imprescindible no sólo la audiencia a las Comunidades Autónomas, sino
también la constitución del Consejo a que se refiere el propio precepto,
y al margen también de que la Ley que se impugna carece de todo
carácter básico desde la perspectiva del arto 149.1.13 de la Constitución.
Ocurre, así, que se viene a transvasar la coordinación general (art.
149.1.13) desde el campo económico al ámbito de un sector (<<cultivos
marinos») en el que no está prevista, buscando, de este modo, «incluir
un titulo específico de exclusividad competencial comunitario (art.
27.15 E.AG.) dentro del más genérico y omnicomprensivo de compe­
tencia estatal del arto 149.1.13 CE., Yasí en el texto legal que se impU$na
(arts. 24, 25, 26 'j 27) la coordinación general se aplica a la ordenaCión
del sector, actiVIdad y ejercicio de competencias comunitarias con la
indudable cobertura de aquellos preceptos, tipificados, exclusivamente,
para el logro de fines concretos y especificos de ordenación económica.

Se cita el fundamento juridico 14 de la STC 76/1983, de 5 de agosto,
para reiterar que la Ley impugnada, sin un concreto contenido planifica­
dor, pero amparándose en las consecuencias y alcance del arto 131 de la
Constitución, efectúa una verdadera ordenación competencial que,
según se ha expuesto, delimita, coordina o armoniza competencias
estatales y comunitarias, y ello sin que exista en nuestro ordenamiento,
a diferencia de otros extranjeros., una cláusula expresa de interés estatal
o nacional que opere como límite espeeífico de las competencias
exclusivas autonómicas.

e) Pasa a continuación la representación actora a exponer los vicios
concretos de inconstitucionalidad que afectan a los preceptos legales
impugnados -según dice- «subsidiariamente»:

Art. 1. relativo al objeto legal de regulación y ordenación de los
cultivos marinos en el territorio nacional. Mediante este p~epto, el
legislador estatal incide, «a través de la interposición de una supletorie­
dad inaplicable», en el sistema de delimitación de competencias entre el
Estado y la generalidad de las Comunidades Autónomas, teniendo en
cuenta los preceptos estatutarios antes citados. Su sustrato es un
«implícito interés general, al margen del supuesto del arto 153, Yde las
previsiones del art. 131 C.E.», pues ni la Constitución ni los Estatutos
han operado «una atribución general» en favor del Estado de lo relativo
a los cultivos marinos.

Art. 7, en el que habrian de distinguirse dos aspectos, relativo el
primero, a la mención del «organismo competente en materia de pesca»
(lo que está en conexión con referencias análogas en los arts. 3.1, 8, 9,
11, 12, 13.2, 14.2, 15, 16.2, 18, 19, 21, 22.3, 23.2 y 26), Y atiende el
segundo, al criterio preferencial para el otorgamiento de concesiones y
autorizaciones, postulado también por el arto 29.3. En 10 que al primer
punto se refiere, la expresión «organismo competente». alude, indistinta­
mente, a óf$3nos estatales o autonómicos, con el propósito, enunciado
en la expoSición de motivos, de efectuar una «ordenación competen­
cíal», de tal modo que el Estado incide, sin títulos habilitantes para ello,
en el sistema competencial autonómico. En lo relativo, de otra parte, al
criterio preferencial para el otorgamiento de concesiones y autorizacio­
nes, .se trata de algo que no es propio a la supletoriedad del Dere<:ho
estatal, aun en el supuesto de que ésta resultase aplicable a todo el
contenido de una ley particular o sectorial, de tal modo que se viene a
incidir indirectamente en la delimitación de competencias, específica­
mente en la competencia establecida en el art. 27.15 del Estatuto de
Autonomía de Galicía, cercenando o restringiendo, al menos durante la
actuación temporal y provisoria de la pretendida suplttoriedad, el
alca.ace de la gestión o ejecución autonóID1ca (art. 37.1 Y 2 del mismo
Estatuto).

Art. 10.2. en lo relativo al carácter vinculante de los iaformes. Se
trata de un instrumeBto de ordenación o armonización improcedente de
~as competencias. por fa.lta de título, además de que el expresado
lfistrumento de «coordinaciÓn» no se adapta al significado constitucio­
nal de este principio, relativo, simplemente, al intercambio de pareceres,

al logro de una homogeneidad técnica o a la proyección de acciones
conjuntas. El informe o informes vinculantes a que la ley se refiere
representan un control genérico e indetenninado sobre la actuación de
las Comunidades Autónomas, no tipificado en la Constitución ni en los
Estatutos, ni tampOCO previsto en Jos arts. 1 a 4 de la Ley del Proceso
Autonómico. De este modo, se traslada a la decisión estatal el ejercicio
de las competencias ejecutivas autonómicas, condicionando o anulando
Su ejercicio (arts. 27.15 y 37.1 y 2 del Estatuto). Con independencia de
ello, la inconstitucionalidad del precepto se deriva de la reformulación
que entraña de un ámbito competencial definido por lá Constitución y
el Estatuto, asi como por la limitación de potestades autonómicas que
ello conlleva. Otro tanto se ha de decir respecto de los demás supuestos
legales de «inforn1e vinculante» o «favorable» (arts. 22.1 y 2, 24 Y 26).
El inforn1e villculante en centros o zonas de interés turístico (arts. 19 de
la Ley de Costas de 26 de abril de 1969 y 86.2 de su RegIamento), aparte
de vulnerar las competencias exclusivas autonómicas sobre ordenación
del territorio, del litoral, urbanismo y vivienda y sobre promoción y
ordenación del turismo (arts. 27.3 y 21 del Estatuto), representa una
transformación que amplia la intensidad o fuerza operativa del informe
favorable que exigía, para identico supuesto. la legislación ~ Costas,
informe favorable (cuasi~vinculante) que se convierte en vinculante al
trasladarse, por una Ley autocalificada de supletoria, al sector de
cultivos marinos, de exclusiva competencia autonómica (art. 27.15 del
Estatuto). De otro lado, en los supuesto del art. 11.6 de la Ley de Costas.
de 26 de abril de 1969, el informe favorable ha sido transformado por
el arto 43 del Reglamento de Costas de 23 de mayo de 1980, en
meramente «preceptivo», pero al aplicarse al ámbito de los cultivos
marinos., se convierte curiosamente en «vinculante». lo que significa que
las determinaciones de una legislación preconstitucional (ley de Costas)
o anterior al Estatuto (Reglamento de Co~tas) se aplican con una mayor
intensidad, desde el punto de vista del principio de proporcionalidad,
restringiendo o anulando las competencias del arto 27.15 del Estatuto y
las potestades ejecutivas conexas. Así, la legislación de Costas se usa
indirectamente pata realizar una invasión competencial, con resultado
verdaderamente fraudulento, debiendo tenerse en cuenta. a este propó­
sito, la SiC 32/1981, de 28 de julio, en lo que se refiere a la
impasibilidad de considerar informadas por principios conformes a la
Constitución a las leyes anteriores a su entrada en vigor.

Art. 19, en orden a la concesión de autorizaciones temporales para
efectuar experiencias o mejoras. Supone, aunque supletoria y transitoria­
mente, una delimitación indirecta de competencias a través de la
«determinación de los criterios aplicables a ~:.! p:jercicio», restringiendo
el alcance de las competencias ejecutIvas autonómicas. Otro tanto puede
atirmarse re~~o de la «prefereJ.l~ia» para el otof$3miento, de con~io­
nes y autonzaclOnes, en coneXlOn con los motIvos de ImpugnaCIón
aducidos a propósito del arto 7.

AI1. 24, además de lo ya dicho respecto del <=ieter «Vinculante» del
informe, se impugna, por conexión con lo aducido a propósito del arto L
d inciso inicial del precepto (.En la elaboración de los anteproyectos
y diSpoSICiones de carácter general de ámbito nacional,: cualquiera que
fuera su rango...»), así como, en conexión con el motivo amerior, la
calificación del informe (<<preceptivo») que corresponde al Ministerio de
Agricultura. Pesca y Alimentación. También se impugna este precepto
en cuanto prevé la audiencia de las Comunidades Autónomas. trámite
inútil «ante la improcedencm. por inconstitucional, de aquellos "ante­
proyectos" o "disposiciones" de ámbito nacioñal». Por lo demás. estos
«anteproyectos» o «disposiciones» permitirían (<<vislumbran», se dice en
la demanda) «una permanente innovació'n de lo «supletorio», postu­
lando una (utura producción normativa estatal, «sectorial» o «especi­
fiCa», con fundamento en una «Ley» que, en principio, en los propios
términos de sus Disposiciones adicionales y transitoria, ostenta un
carácter «provisional» o «temporal».

Art. 22. párrafos LO Y2.°, que se impugnan nosólo en cuanto a los
informes favorables que requieren (expresivos. de una- inaplicable e
inadecuada coordinacíón), sino también porque la «inmersiÓn» de las
especies a que se refiere, con independencia de la autorización o régimen
que proceda, es, respecto del tráfico internacional de mercanCÍas, una
indudable .competencia ejecutiva autonómica, reconocida, además, por
el párrafo 3.° del precepto, en los ténninos de los arts. 27.15 Y 37.1 y 2
del Estatuto, lo que hace inaplicable, por suponer una verdadera
reformulación oompetencia~ el informe favorable que otorga el párrafo
1.° del precepto al Ministerio estatal. El informe favorable del Instituto
Espafiol de Oceanografia no puede ser exigible cuando la inmersión se
practique en las rías o aguas interiores «amparadas por la. exclusividad
competencial autonómica que otorga el arto 27.15» del Estatuto.

Art. 25.1 y2, el párrafo 1.0 se impugna por los mismos motivos ya
expuestos (su carácter coordinador o armonizador), y además porque el
mantenimiento de una estadística e inventario a nivel nacIOnal «se
cumple, desde el punto de vista del principio de proporcionalidad, que
exige la menor restricción. de la autonomía política como garantía
institucionaUart5. 2 y 137 C.E.), con el mero intercambio de informa­
ción que, además habilita como instromento-de colaboración, la Ley del
Proceso Autonómico cuando delimita el alcance de tal principio en sus
arts. 1 a ~. Se impu$fia también el párrafo 2.° (y, por conexión, los
párrafos 3.4) y4.~. Se Impugna también el párrafo 2.° (y, por conexión.
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los párrafos 3.° y 4.~, por cuanto encierran una mem «preVisión de futuro»
que, a: su vez, significa o contiene una verdadenJ» reformulación
de ambItos competenciales. La finalidad del precepto es de carácter
delimttador, pues no contempla la existencia, real y actual, de un plan
(aprobado por normas con rango de Ley. según los procedimientos del
arto 131 de la Constitución). Por lo demás, poniendo en conexión este
precepto con la Disposición transitoria (en lo relativo a las «normas de
desarrollo estatales»), podria pensarse, dada la poca claridad del mismo
en la aprobación de Planes Nacionales de Cultivos Marinos, por normas
reglamentarias, to que conduciría a una inconstitucional deslegaJizacíón,
teniendo en cuenta lo dispuesto en el arto 131 de la Constitución. El
«comón acuerdo» a que se refiere el precepto implica, además de una
reformulación de ámbitos competenciales, un mutuo conocimiento de
dichos ámbitos, representando también un procedimiento extraño a las
exigencias del arto 131.2 de la Constitución en orden a la elaboración de
los proyectos de planificación.

Art. 27, que se impugna en lo relativo a la coordinación de
actividades de las distintas Comunidades Autónomas (para la que no
hay título habilitante, entrañando un propósito armonizador al margen
de los a"Pts. 150.3 y 131 de la Constitución), en lo que se refiere, en
segundo lugar, al seguimiento de los planes nacionales (lo que es una
mera «previsión de futuro» refonnadora de competencias) y en lo
atinente, en fin, a la Junta Nacional Asesora de Cultivos Marinos, que
lejos de ser un órgano interadministrativo, se constituye, al margen del
alcance del principio de coordinación, bajo la jerarquía de la Adminis­
tración estatal, pues depende orgánicamente de la Secretaria General de
Pesca del Ministerio estatal. Se contraría así el principio de autonomía
política (arts. 2 y 137 de la Constitución), debiendo tenerse en cuenta
que, para estos efectos, el arto 4 de la Ley 12/1983, del Proceso
A.utonómico, instaura unas conferencias sectoriales a cuyo esquema
orgánico y rango jerárquico no se adapta la Junta que se constituye en
este precepto.

Am. 30 y 31, impugnados en cuanto contienen determinaciones
sobre infracciones Aj sanciones, lo que supone, aunque en via de
supletoriedad, una delimitación indirecta de las competencias autonó­
micas, sin perjuicio de que la inspección tecnica y la sanción correspon­
den a la Comunidad Autónoma (am. 27.15 y 37.1 y 2 del Estatuto). En
definitiva, el total contenido de la Ley significa la conversión en
«concurrencia competencial» del supuesto de exclusividad del art 27.15
del Estatuto de Autonomía de Galicia, lo que se refuerza por la dicción
literal de la Disposición transiJoria, cuando se. refiere, tal vez por
defectuosa técnica legislativa, a normas de desarrollo que pueden dietar
el Estado y las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas
competencias.

Finalmente, se impugnan también las Disposiciones adicional y
transitoria con los argumentos ya e~mjdos en el apartado II del escrito
de demanda (subsistencia o agotamIento de la competencia estatal para
legislar sobre materias de competencia exclusiva de las Comunidades
Autónomas después de la vigencia de Jos Estatutos de Autonomía), así
como por conexión con lo dicho en el presente alegato, esto es, por
refonnulación de los respectivos ámbitos competentiales, por propósito
o finalidad delímitadora y por reserva estatal de disposiciones o normas
de desarrollo, lo que vulnera la competencia autonómica de ejecución.

d) El último de los apartados del escrito de demanda se dedica a
examinar la titularidad"de la competencia relativa al fomento de la
investigación en la materia de cultivos marinos, a propósito de lo
dispuesto e!1 los dos párrafos del arto 29 de la Ley impugnada. Dice la
representacIón actora que, en este precepto, la «investigación» y su
{<fomento» adquieren un carácter nacional, lo que se deriva, una Ve2
más, «de que la total hipótesis de la Ley (...) considera la materia o sector
relativo a los cultivos marinos de interés estatal o nacional, indepen­
dientemente de las competencias exclusivas comunitarias». Se dan por
reproducidos, al respecto, los argumentos impugnatorios expuestos al
considerar tanto el arto 1 de la Ley como su carácter armonizador. No
obstante (y ello -se dice- «ostenta suma gravedad»), la dimensión
nacional de interés que constituye el sustrato de la Ley (mención, en su
Exposición de Motivos, del art. 131 de la Constitución, y contenido de
los arts. 1 y 24 de la propia Ley (significa también, como obvia
consecuencia, que el fomento· de la investigación· se traslada al arto
J49.1.15 de la Constitución, lo que cierra la aplicabilidad del arto 29.19
del Estatuto de Autonomía, como título de exclusividad competencial
para el fomento de la investigación en Galicia. Ahora bien, aunque la
coordinación general de la investigación corresponde al Estado, su
fomento será de competencia estatal o autonómica, de acuerdo con la
interpretación finalista, según la dimensión del interés. estatal o comuni­
tario, que se aprecie en un caso concreto, debiendo tenerse en cuenta que
las competencias exclusivas autonómicas presuponen el interés de la
Comunidad Autónoma formulado por el constituyente y amparado por
los arts. 2, 137 y 147 de la propia Constitución; siendo esto así. «el
interes comunitario subyacente en el arto 27.15 E.A.G., no puede
trasladarse implícitamente, y. desde luego, nunca por la via de una
supletonedad, a un interés estatal o nacional, al margen del arto 150.3
C.E. o del arto 131 c.E. en aquellos aspectos concretos de ordenación
económica establecidos por un específico o determinado plan». La
materia relativa al fomento de la investigación en cultivos marinos no

está sujeta a un interés nacional expresamente declarado (art. 150.3 de
la· Con.stitución).. debiéndose concluir que forma parte integrante del
contentdo matenal del art. 27.15 del Estatuto, como competencia de
administración, gestión o ejecución (art.. 37 del mismo Estatuto) (X)nexa., por
su finalidad,. a dicho título de competencia exclusiva, pues
el fomento es, Junto con la actuación poliCIal o actividad prestacional,
una actividad caracteristica administrativa encuadrada en la hipótesis de
dichos preceptos estatutarios.

Por lo anterior, las «ayudas» en que se concreta la-- actividad de
fomento en este ámbito han de ser otorgadas por la Comunidad
Autónoma y no por el Estado, resaltándose asimismo que entre los arts.
149.1.1S de la Constitución y 27.19 del Estatuto de Autonomía de
q~licia n? existe ~ntin<!~ia alg~na, sino «diversos supuestos de aplica·
ClOn s~gun la dlmenslO~ de mterés naCIonal o comunitario, que,
respectlvamente, se aprecie en la materia», por lo cual el párrafo 2.° del
arto 29 debe ser interpretado en el sentido de que las cantidades precisas
para el desarrollo y fomento d~ dicha investigación, aun dotadas en los
p.resu~tlestos estatales, deben Integrarse. a los efectos de su gestión y
eJecuclOn, en los presupuestos de las Comunidades Autónomas, según
postula, además, la. autonomía financiera de éstas. Si así no fuera, el
precepto sería inconstitucional por representar una invasión de compe­
tencias ejecutivas conex~s a una exclusividad competencial autonómica.
El arto 29 se refiere también a la coordinación que, si bien está amparada
por el arto 149.1.15 de la Constitución, presupone el respeto de las
competencia!. coordinadas, no siendo así posible un «trasvase al Estado
de la propia competencia sobre fomento», lo que ocurriría si el Estado
mismo asumiera la concesión de otorgamiento del «sistema de ayudas».
No obstante, la Junta Asesora, al someter a las Comunidades Autóno­
mas a la jerarquía estatal, carece, en realidad. de carácter coordinador,
con independencia de que el propio organismo, al nacer vinculado a una
planificación de futuro y representar una reformulación de ámbitos
competenciales, detennina la inconstitucionalidad del precepto en los
aspectos examinados en este punto del escrito de demanda.

Se concluyó suplicando se declarase la inconstitucionalidad de la
totalidad de la ~y 23/1984 o, subsidiariamente, de los preceptos citados
en el encabezamiento de}a demanda y, por conexión, de los menciona­
dos en el cuerpo de la mIsma (arts. 3.1, 8. 9, 11, 12, 13.2, 14.2, 15, 16.2,
18, 19, 21. 22.3., 23.2 y 26.3, todos ellos en cuanto a la mención
~{organismocompetente en materia de pesca)), así como de cualesquiera
otros «en que por vinculación causal resulte procedento}.

2. Por escrito registrado en este Tribunal el día 27 de septiembre de
1984, don Antonio Rosón Pérez, Presidente del Parlamento de Galicia.
compareció, ~n nom~~,y representación .de dicho órgano, formulando
demanda de mterposlclon de recurso de IOconstitucionalidad contra la
Ley .23(1984, de 25 de jUl}io, de Cultivos Marinos, diciendo impugnar
los SlgUlen,.,. preoeplOS~ <licha Ley: art. l. art. 7, art. 19, art. 20 (todos ellos
en su totalidad), art 23 (apartado 3.°), 3rt. 24 (en su totalidad), articulo 25
(apartados ~.o, 3,° y 4.j, art26 (en su totalidad, y, por conexión,
apartado 2. de! art 10), arto 27 (en su totalIdad), arto 28 (en el párrafo
referente a ({aSl como la de zonas de preferente localización para las
ml.sJ!1as»), arts. ~9 r 30 (u~<? y otro en su totalidad) y Disposiciones
adlclOrlal y·transltona, tamblen ambas en su totalidad. Se expusieron en
el esento de demanda los alegatos que a continuación se resumen:

~) El arto 148.1.11 de la ~onstitución, relativo a marisqueo y
aCUicultura. faculta a las Comumdades Autónomas para asumir compe­
tencias en esta materia, correspondiendo a la Comunidad Autónoma de
9ali~ia competenc~a exclusiva so~re «la pesca en las rías y demás aguas
mtenores; el mansqueo, la aCUicultura, la caza, la pesca fluvial y
lacustre» (art. 27.15 del Estatuto), con plenitud de la potestad legislativa
y reglamentaria, asi como de la función ejecutiva (art. 37.2 del mismo
texto legal). El contenido de esta competencia fue concretado, posterior·
mente, por el Real Decreto 3.318/l982, de 14 de julio, cuvo anexo en
materia de pesca (bajo la rúbrica ({competencias y fundones que asume
la Comunidad ~utónoma e identificación de los servicios que se
traspasan») espeCificó la competencia autonómica en materia de acuicul­
tura y marisqueo, declarando que correspondían a dicha Comunidad
Autónoma la competencia para otorgar concesiones. de acuerdo con la
legislación básica del Estado. y autonzaciones en lo relativo a la
explotación de algas, moluscos y crustáceos. establecimientos marisque­
ros y de cultivos marinos. la instalación de parques v viveros flotantes.
cetáreas, instalaciones depuradoras de moluscos y demás establecimien­
tos. "!1arisqueros. y de cultivos marinos. así como el ejercicio de la
actiVidad extractlva en general; se declaró también la competencia de la
Comunidad .A~~ónoma e~ orden a parcelación de playas y bancos
naturales. fi;aclOn de cantIdades, veda y horarios. establecimiento de
especies autorizadas y reglamentación de los diferentes tipos de explota·
ción, declaración de zonas de interés marisquero y de cultivos marinos
y normaci?n relativa a la inspección y sanción. sin perjuicio de las
competencias que correspon~ena la Armada. Se consignó en el mismo
anexo del Real Decreto cItado que permanecerían en el ámbito
competencial del Ministerio de Agricultura, Pesca v Alimentación las
rela~iones jnte~acionales er:t materia de pesca eñ aguas interiores.
manSQueo y acUicultura, pudiendo la Comunidad Autónoma de Gabcia
asistir y participar, dentro de la delegación española. a aquellas
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reuniones tecnicas de carácter internacional, cuando sea requerida para
ello.

Dice la representación aclora que. sobre la base de lo anterior. no
ofrece duda alguna la competencia plena de la Comunidad Autónoma
en este ámbito, citándose, a este propósito. 10 declarado en la STC
113/1983 (fundamento juridico 3.°).

b) Reconocida, pues, la competencia exclusiva de la Comunidad
Autónoma en la materia. se ha de detenninar la finalidad que persigue
13 Ley 23/1984, para apreciar la capacidad del legislador estatal a los
efectos de dictar una nonna de carácter general en este campo. Teniendo
en c~enta la Exposición de Motivos, la Ley se intenta justificar en
atenCIón a tres finalidades: «realizar una ordenación competencial de los
distintos organismos con intereses en la costa, sin vulnerar las atribucio­
nes de los entes autonómicos», en primer lugar; «desarrollar una
ordenación económica general dentro del marco legal del arto 131 de la
C.E.», en segundo lugar, v, por último, (<colmar la laguna que en este
sentido existe en la legÍslación, promulgando una Ley de ámbito
nacional». Tras identificar estas tres finalidades, entra el escrito de
demanda a considerar por separado cada una de ellas.

En lo que se refiere a la «ordenación de competenciaS», el ordena­
miento constitucional ofrece dos cauces (la legislación básica y la
legislación armonizadora), pero a nin$uno de eUos se adecua el texto
impugnado. La Ley 23(1984 no es báSIca ni por su propósito ni por su
contenido, bastando, en cuanto a lo primero, con acudir al debate
parlamentario, que pone de relieve la inexistencia de cualquier propósito
de asegurar un común denominador normativo, y con tener en cuenta
la Disposición adicional, que sienta el alcance supletorio de la misma
Ley; en cuanto a su contenido, ciertos preceptos, por su carácter
fundamental y general, tienen el carácter material de básicos (así, los
arts. 2 y 4), pero otros son claramente de desarrollo legislativo e incluso
reglamentario, llegándose al grado de dejar vacía de contenido la
competencia autonómica (así sucede con los am. 5, 11, 13, 14,26, etc.,
y con la Disposición transitoria, que claramente atribuye al Estado y a
las Comunidades Autónomas las correspondientes normas de desarrollo
en el ámbito de sus respectivas competencias). De otra parte, la Ley
2311984 no es tampoco una Ley de armonización, pues «el art. 1 de la
L.OA.P.A. dispone que antes de la aprobación por el Gobierno de un
proyecto de ley de armonización se deberá oír a las Comunidades
Autónomas», lo que aquí no se hizo, como tampoco apreciaron las
Corporaciones Generales la necesidad de la armonización, según requiere el
art. lSO.3 de la Constitución.

En lo relativo, en segundo lugar, a la planificación económica del
sector, se dice en la demanda que la creciente importancia de ~a
acuicultura explica que este sector, atribuido con carácter exclusivo a las
Comunidades Autónomas, comience a ser objeto de atención por parte
del Estado. a los efectos de establecer unas bases de ordenación y
coordinación económicas (art. 149.1.13 de la Constitución). A esta
inquietud parecen responder, por ejemplo, los títulos IV 'f VI de la Ley
impugnada, en lo referente, sobre todo, a la elaboracIón de Planes
Nacionales de Cultivo y Constitución de una Junta Nacional Asesora de
Cultivos Marinos. Sin embargo, se ha incidido de nuevo en defecto
fonnal, pues, si el Estado pretende actuar según lo previsto en los am.
131 y 149.1.13 de la Constitución, ha de hai;erlo respetando esa
regulación constitucional, lo que aquí no ha ocurrido, pues aunque
algunos de los preceptos persigan objetivos planificadores, se ha
incurrido en el defecto esencial de haber prescindido, en la elaboración
de la Ley, del concurso de las Comunidades Autónomas.

Por último, la Ley también pretende colmar una laguna, 10 que
plantea la cuestión de si el Estado, una vez vigente el Estatuto de
Autonomía, puede ejercer su potestad legislativa en materias que son ya
de la exclusiva competencia de la Comunidad Autónoma. Se cita al
respecto la STC 76(1983, en lo relativo a los límites intrinsecos de la
potestad legislativa del Estado (fundamento jurídico 4.°). añadiéndose
que, por lo demás, tampoco existia vacío l~ en la materia l>Or
referencia al Estatuto de Autonomía de Gabcia, cuya DisposiCión
transitoria tercera establece Que «mientras las Cortes Generales no
elaboren las leyes a que este Estatuto se refiere y el Parlamento de
Galicia legisle' sobre las materias de su competencia, continuarán en
vigor las actuales leyes y disposiciones del Estado que se refieren a
dichas materias, subrayándose por la representación actora la trascen­
dencia del termino "actuales" empleado por esta disposición, lo que
lleva a concluir que la Ley se ha dictado sobre "materia agotada
constitucional y estatutariamente en favor de las Comunidades Autóno­
mas"».

Las consideraciones anteriores permiten ya -se dice en la demanda­
«formar juicio sobre la inconstitucionalidad global de la Le)'», por más
Que el recurso se dirija, también. contra las disposiciones de la misma antes
citadas, cuya invalidez se fundamenta en los términos que a
contmuación se resumen.

c) Un primer grupo de preceptos impugnados es el integrado por la
Disposición adicional y por los arts. 1, 7 Y26 (y, en razón de su conexión
con los anteriores, por el apartado 2.° del art. 10):

El cOncepto de «aplicación supletoria» que utiliza la Disposición
adicional qUIebra y conculca principiosjurídic<.?s esenciales. Tras citar lo

establecido en el arto 149.3 de la Constitución (supletoriedad del
Derecho estatal) y en el arto 38 del Estatuto de Autonomía de Galicia,
observa la representación actora que (runa cosa es que el derecho estatal
supla la inexi.stencia del derecho autonómico, y otra que se pretenda
hacer derecho supletorio de una Ley que tiene por objeto la regulación
y ordenación de los cultivos marinos en el territorio nacional, zona
marítimo-terreste, rías, estuarios, lagunas y albuferas en comunicación
permanente o temporal con el mar temtorial», según determina el
arto 1 de la Ley impugnada, pues -se dice- la capacidad del Derecho
estatal para ser supletorio en el territorio de la Comunidad Autónoma
de Galicia «nO puede emanar de ninguna Ley particular», siendo ésta
una decisión que sólo corresponde adoptar a la Constitución o al propio
Estatuto de Autonomía. Por lo demás. y teniendo en cuenta la ya citada
Disposición transitoria tercera del Estatuto de Autonomia, se sostiene
que «mientras que el Parlamento de Galicia no legisle sobre las materias
de su competencia continuaran en vigor las "actuales" leyes y disposi~

ciones del Estado». de tal modo que «en Galicia, las normas estatales de
aplicación supletoria en la materia de que se trata son las que eran
entonces "actuales," es deór», las vigentes al tiempo de promulgarse el
Estatuto de Autonomía, lo que determina la inconstitucionalidad, en
cuanto a este extremo, de la Ley impugnada, que ha vulnerado.
asimismo, el 3rt. 81.2 de la Constitución. al pretender alterar un
precepto estatutario. De otro lado, la supletoriedad que establecé la
Disposición adicional (supletoriedad «respecto de las normas que
puedan dictar las Comunidades Autónomas...») conduce al absurdo
juridico, porque la supletoriedad parte de la inexistencia de un Derecho
propio, y aquí la Disposición adicional «aplica el principio de supletorie­
dad a normas del futuro», pese a que «no se pueden establecer suplencias
sobre lo que está por venim:

Art. 1, que, al fijar exhaustivamente el objeto de la Ley, agota todas
las facultades en la materia, con menoscabo evidente de la competencia
exclusiva que corresponde a la Comunidad Autónoma, quebrantando
así lo dispuesto en el arto 27.15 de su Estatuto.

Art. 7, que, al establecer un derecho de preferencia a favor de ciertas
Corporaciones y entidades para el otorgamiento de autorizaciones v
concesiones. infringe lo dispuesto en los apartados l.o y 18.° del
articulo 149.1 de la Constitución, quebrantando también los arts. 38
(libertlid de empresa) y 14 de la misma Norma fundamental.

Art. lb (y, por coneXión, apartado 2.... del art. 10), cuyo contenido
afecta gravemente a las facultades que se derivan de la competencia
exclusiva del art. 27.15 del Estatuto de Autonomía. facultad que, además fue
reconocida expresamente por la Administración del Estado
en la letra d} del Anexo B) 2.'"' del Real Decreto 3.318(1982. El inciso
«habrá de contar con la conformidad de los organismos de la Adminis­
tración estatal o autonómica» supone el sometimiento de la competencia
autonómica a controles genéricos e indiscriminados, constituyendo
dicha conformidad una auténtica autorización administrativa, contraria
al principio de autonomia política (art. 137 de la Constitución). De otra
parte, el ya aludido apartado 2.0 del arto 10 invade las competencias
ejecutivas de la Comunidad Autónoma al disponer el carácter «vincu­
lante» de los informes (de «los Organismos correspondientes») en
expedientes relativos a centros o zonas de interes turístico y en los
correspondientes al art. J1.6 de la Ley 28(1969, de Costas. Antes de la
entrada en vigor del Estatuto de Autonomía de Galicia (cuyos arts. 27.3
y 21 reconocen a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva para
la ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda y también
en orden a la promoción y ordenación del turismo dentro de la
Comunidad), los arts. 19 de la Ley 197/1963 Y 11 f) de su Reglamento
(de 23 de diciembre de 1964) establecieron un informe «preceptivo» en
los expedientes que se tramiten sobre aprovechamientos de determina­
dos bienes de dominio del Estado. AdmItiendo, en hipótesis, la vigencia
de tal infonne preceptivo, lo que ahora ocurre es que se ha transfonnado
en «vinculante», con los efectos jurídicos que ello conlleva En cuanto
al informe, también vinculante, en los supuestos del arto 11.6 de la Ley
28/1969, de Costas, se indica en la demanda que dicho precepto requería
solamente un informe favorable del Ministerio de Obras Públicas y
Urbanismo cuando la concesión afectaba a puntos de la costa de
evidente interés turístico, precepto desarrollado por el arto 43 del
Reglamento de Costas, de 23 de mayo de 1980, que transforma el
informe favorable en meramente preceptivo.

d) Se impugnan también los arts. 19,20,23 (apartado 3.°), 24 y 30,
así como la Disposición transitoria de la Ley, preceptos todos ellos, que
constituyen -se dice- una invasión de las competencias de ejecución
reconocidas en los apartados 2.° y 3.° del arto 37 del Estatuto de
Autonomía de Galicia, competencia que abarca la potestad reglamenta­
ria, la administración y la inspección, invadidas todas por los preceptos
impugnados;

Art. 19, que establece, como medida de fomento, la posibilidad de
conceder autorizaciones temporales para efectuar experiencias, con el
derecho de preferencia para el posterior otorgamiento de autorizaciones
y concesiones. Ahora bien, la actividad de fomento, como técnica de
estimulo de actividades privadas, se debe reputar subsumida en la
propia competencia autonómica, señalándose, junto a ello, que el
fomento constituye una actividad instrumental, carente de sustantividad
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propia, al estar vinculada siempre a una materia concreta. El fomento,
de otra parte, sólo se contempla como titulo independiente y sustantivo
de competencÍa estatal en el arto 149.1.15 de la Constitución. En cuanto
al derecho de preferencia. se dan por reproducidas' las consideraciones
hechas al :examinar el art. 7 de la Ley.

Art. 20.' que entraña una clara mjerencia en la competencia de
ejecución de la Comunidad Autónoma. Aunque podría justificarse en la
competencia estatal en materia de investigación cientifica y técnica,
parece excesivo que un titulo genérico y global, como el de la
coordinación en dicho ámbito, habilite para imponer «Una detennina­
ción puntual que elimina el carácter básico que informa el sistema de
relaciones entre servicios, funciones y competencias compartidas por el
Estado y la Comunidad».

Art. 23 (apartado 3.~ 24 y Disposición transitoria; los tres preceptos
tienen en común el atnbuir al Estado una potestad de desarrollo en
materia de exclusiva competencia autonómica, lo que entraña una
violación frontal del art. 37.2 del Estatuto y la ruptura de la diferencia
conceptual básica de que en el desarrollo normativo se distinga entre
reglamento y aetas, ambos residenciados en la Comunidad Autónoma,
con excepción de aquellas facultades que, seclorialmente, pueda ejercer
el Estado a través de otras leyes. En cuanto al art. 24 in fine (relativo a
determinado informe preceptivo y vinculante). se dan por reproducidas
las alegaciones hechas a propósito del arto 26.

Art. 30, que mediatiza la potestad sancionadora de la Comunidad
Autónoma en la materia, al establecer la observancia. en su regulación,
de una serie de especificaciones, Jo que contradice el apartado e) del
articulo 2 del Anexo B del Real Decreto 3.318/1982 (que reconoce a la
Comunidad Au1ónoma la _ de «dietar las normas correspondien­
tes para regular la inspección y sanción, sin perjuicio de las competen­
cias que, con respecto a la vigilabcia marítima, le corresponden al
Estado»), así como la doctrina constitucional establecida en la STC
113/l 983 (fundamentos jurídicos 2.° y 3.°).

e) Se impugnan, por último, los arts. 25 (apartados 2.°, 3.° y 4.°),
27, 28 Y 29, preceptos todos Que persiguen objetivos claramente
coordinados para cuya elaboración el legislador no había solicitado el
concurso.de las Comunidades Autónomas. Sin poner, así, en tela de
juicio Que uno de los objetivos básicos de la politica económica del
Estado es «la modernización y desarrollo de todos los sectores económi­
cos» (art. 130.1 de la Constitución), para lo cual ostenta el Estado las
competencias correspondientes, se reltera por la representación actora
que la Ley impugnada no se ajusta, ni por su procedimiento de
elaboración ni por Su contenido, a lo dispuesto en el art. 131 de la
Constitución, no siendo tampoco admisible la prescripción de su
Disposición adicional, que declara a estos preceptos Derecho supletorio,
por las razones ya dichas y por el carácter nacional de la Junta Asesora
de Cultivos, órgano que no podrá ser modificado o suprimido por la
legislación autonómica. Si estas consideraciones no bastaran para
apreciar el vicio de las disposiciones impugnadas, se habrian de tener en
cuenta, respecto de cada uno de estos preceptos, las consideraciones
siguientes:

Art 25 (apartados 2.°, 3.° y 4.°), basta con leer el Real Decreto
3.318/1982 para apreciar que la Administración Central ha reconocido
que «se desarrollarán coordinadamente entre el Ministerio de Agricul­
tura, Pesca y Alimentación y la Comunidad Autónoma de Galicia... de
común acuerdo los mecanismos adecuados que permitan el intercambio
mutuo de información y apoyo para el mejor ejercicio de las funciones
transferidas», pese a lo cual la Administración central, además de
olvidar las exigencias del art. 131 de la Constitución, crea la coordina·
dón entre órganos centrales y autonómicos, distribuye funciones en la
elaboración de planes y dispone su ejecución en la Comunidad Autó­
noma, sin audiencia de los sectores implicados. Para la Comunidad
Autónoma, el común acuerdo es precepto en orden a determinar el
mecanismo de intercambio y coordinación, no obstante lo cual ese
común acuerdo es utilizado por la Administración central en el campo
de la coordinación y la colaboración, sino en la elaboración de ~lanes

nacíonales» propuestos por el Ministerio de Agricultura, Pesca y
Alimentación.

Ans. 27 Y 29, la Junta Nacional Asesora de Cultivos no es
encuadrable en ninguna de las técnicas orgánicas de coordinación
conocidas, pretendiendo ser un organismo de la Administración central
que, coordinando, «reste la competencia exclusiva de las Comunidades
Autónomas en el sector de cultivos marinos», lo que se sigue de la
constitución imperativa del órgano, de su integración en la Secretaría
General de Pesca Marítima (bajo la dependencia jerárquica del Ministro
del ramo), de los objetivos claramente centralizadores con él perseguidos
(seguimiento de los planes nacionales de cultivos marinos y preparación
de un plan de inversión a cinco años) y, en fin, de la sustitución de la
técnica del «acuerdo de compromiso» por la de un Reglamento «Que
previa conformidad de las Comunidades Autónomas será sancionado y
publicade por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

Art. 28, respecto del cual se aduce que no por el hecho l4ue la
Administración del Estado pueda declarar a ciertas industrias de interés
preferente en el sector (al amparo de la Ley 152/1963), ostenta el

Ministro un derecho de propuesta incondicionado sobre la determina­
ción de las zonas de preferente localización dentro del terriorio de la
Comunidad Autónoma. pues dicha facultad t:stá limitada en fun~ón de
la competencia exclusiva que tiene la Comumdad sobre «ordenaCIón del
territorio y del litoral» [arto ~7 b) de su Estatuto].

Se concluyó suplicando se dietara Sentencia decJ~ndo la inconstitu­
cionalidad y consiguiente nulidad de los preceptos Impugnados.

3. Mediante sendas providencias del día 3 de octubre de 19.8~! las
Secciones Primera y Tercera de este Tribunal acordaron la admlSlon a
trámite de los recursos de inconstitucionalidad interpuestos~ la Junta
y por el Parlamento de Galieia y dispusieron, de conformIdad con lo
previsto en el art. 34 de la LOTe, dar traslado de las demandas y
documentos presentados al Congreso~ los Diputados y al Sen~d.o, ~r
conducto de sus Presidentes, y al GobIerno, por conducto del MImsteno
de Justicía, a fin de que en el plazo de Quince días pudieran personarse
en el procedimiento y formular las alegaciones que estimaren oportunas.
Se acordó, asimismo, publicar la formalización de los recursoS, para
general conocimiento, en el «Boletín Oficial del Estado».

4. Mediante escrito de fecha 10 de octubre, el Abogado del Estado,
en la representación Que le es propia, realizó su personación y pidió que,
dada la íntima conexión entre uno y otro recurso, se dispusiera su
acumulación, con arreglo a lo previsto en el arto 83 de la LOTe.

Mediante providencia del día 17 de octubre, la Sección Primera tuvo
por personado al Abogado del Estado y acordó que se oyera a las partes
demandantes en uno y otro recurso para Que, en el plazo de diez días,
expusieran lo Que estimaren procedente acerca de la acumulación
interesada, Quedando mientras tanto en suspenso el plazo concedido
para alegaciones.

En el plazo así concedido, tanto la representación de la Junta de
Galicia como la del Parlamento de dicha Comunidad Autónoma
manifestaron su conformidad a la acumulación de los recursos de
inconstitucionalidad interpuestos por uno y otro órgano.

5. Mediante Auto de 22 de noviembre de 1984 se acordó por el
Pleno del Tribunal Constitucional la acumulación de los recursos de
inconstitucionalidad 682 y 683/84, promovidos, respectivamente, por
la Junta y por el Parlamento de GalicIa, asi como alzar la suspensión del
plazo de alep.ciones, otorgando un plazo de quince días al Abogado del
Estado para formular las suyas.

6. Por escrito Que fue registrado el día 14 de diciembre de 1984
presentó sus alegaciones el Abogado del Estado en los términos que a
continuación se resumen:

a) Tras hacer una síntesis del carácter de las impugnaciones
deducidas, entra el Abogado del Estado a analizar las Disposiciones
adicional y transitoria de la Ley 22/1984. Observa, a este respecto, que,
en lógica concordancia con lo proclamado en el preámbulo de la Ley (<<la
presente Ley respeta totalmente las competencias asumidas en· la
materia por las Comunidades Autónomas»), su Disposición adicional
única establece Que «lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación
supletoria respecto de las normas que puedan dictar las Comunidades
Autónomas qUe ostenten competencias en la materia», añadiendo la
misma Disposición que «estas normas habrán de respetar, en todo caso,
el ejercicio de las facultades atribuidas por el Título II de la presente
Ley a los órganos correspondientes de la Administración del Estado».
De otra parte, la Disposición transitoria de la misma Ley preceptúa Que
«la ordenación de los cultivos marinos se regirá por esta Ley desde su
entrada en vigor y por las disposiciones derivadas de la Ley 5911969, de
30 de Junio, en todo lo Que no se oponga a la presente Ley y en tanto
el Estado y las Comunidades Autónomas no dieten las correspondientes
normas de desarrollo en el ámbito de sus respectivas competencias».

De lo anterior se sigue que la Ley impugnada nace con vocación de
supletoriedad, viniendo a colmar, como su preámbulo dice, una laguna
en la legislación, lo que resulta necesario por las razones que en el
mismo preámbulo se indican. La Ley, por 10 tanto, no cuestiona los
títulos cornpetenciales en que podria apOyarse la Comunidad Autónoma
para dictar una normativa propia en esta materia, títulos que, incluso,
se presumen. Lo cierto es, sin embargo, que la Comunidad Autónoma
recurrente no cita disposición propia alguna reguladora de esta materia,
de tal modo Que no se plantea en este recurso una posible situación
conflictiva entre la norma del Estado y otra dictada por la Comunidad
Autónoma. Lo ~ue las representaciones actoras hacen no es sino
plantear una reivmdicacíón de competencias en sentido abstracto. La
tesis de los recurrentes es, en efecto, que la propia declaración de
supletorledad Que la Ley contiene es inconstitucional, al implicar un
exceso respecto de la regla contemplada en el arto 149.3 de la Constitu­
ción y, en consecuencia, una violación de las competencias propias de
la Comvnidad Autónoma. Si así fuera, lo que habría de tenerse en
cuenta seria lo declarado en la STC 85/1983 (fundamento jurídico 3.°),
esto es. que «la invalidez no seria predicable de la norma en sí, sino de
la regla, explícita o implícita, de vigencia territorial, o de su grado de
aplicación, .directa o supletoria». Falta, pues, un requisito esencial para
la viabilidad de estos recursos, pues la Ley impugnada, al no discutir las
competencias autonómicas, no puede afectar al ámbito propio. qe
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autonomía de la Comunidad cuyos órganos han recurndo (art. 32.2 de
la LOTC).

SegUn el arto 149.3 de la Constitución «el Derecho estatal será. en
todo caso, supletorio del Derecho de las Comunídades Autónomas», y
lo que se ha de ver, ante todo, es si, al amparo de tal regla, puede regular
el Estado una materia que constitucional y estatutariamente está
atribuida a la competencia de una Comunidad Autónoma. Tras citar la
doctrina científica aue considera de oertinente referencia. c-ondllvt": i":l
Abogado del Estado afirmando la prorrogatio de la potestad legislativa
estatal, en virtud de la regla de supletoriedad, si bien tal situacíón -se
aIiade- resulta temporalmente condicionada, pues dicha potestad estatal
cesa a partir del momento en que las Comunidades Autónomas ejerciten
las competencias que estatutariamente les correspondan. Esta interpreta­
ción del arto 149.3 de la Constitución no contradice lo dispuesto en el
arto 38.1 Y2 del Estatuto de Autonomía de Galicia, regla que combina
perfectamente las nociones de preferencia del Derecho propio de Galicia
en materias de su competencia exclusiva y de aplícación supletoria del
Derecho estatal, sea anterior o posterior a la entrada en vi~or del
Estatuto. Incluso la Disposición transitoria tercera de este úJumo no
admitirla la interpretación petrificadora de la normativa estatal preesta­
tutaria, pues ello implicaría que, ante la inactividad del legislador
autonómico, el que saldria perjudicado seria el ciudadano, que habría de
soportar la pennanente aplícación de una normativa quizá obsoleta. Del
mismo modo, en fin, que el Tribunal Constitucional ha considerado
posible que las Comunidades Autónomas regulen una materia aun
cuando las Cortes Generales no hayan elaborado las normas básicas a las
que los Estatutos se refieren, se debe concluir en la imposibilidad de
interpretar la expresión «actuales leyes y disposiciones del Estado» en
términos de una petrificación nonnativa, esta vez a causa de la pereza
legisla~va autonómica, en detrimento de la, previsión constitucional
contemda en el arto 149.3 de la Constitución. Esta es, además, la doctrina
establecida por el propio Tribunal Constitucional, citándose, al respecto,
lo declarado en el fundamento jurídico 23 de la STC 5/1981. En
definitiva, supuesta la competencia de una Comunidad Autónoma para
regular una materia, y hasta tanto se dicte la correspondiente normativa
autonómica, es de apücación la regulación estatal, con independencia de
que la misma se haya producido antes o después de la entrada en vigor
del respectivo Estatuto de Autonomía, y todo ello sin perjuicio de que,
una vez que la Comunidad haga efectivo uso de sus competencias, las
disposiciones que dicte sean de preferente aplicación a las del Estado
que, en todo caso, se mantendrán como supletorias al amparo del arto
149.3 de la Constitución. Esta doctrina es de plena aplIcación a la
Ley 23/1984.

Por último, en cuanto a este punto, observa el Abogado del Estado
la impropiedad de la cita en los recursos de la doctrina establecida en
la STC 76/1983 (fundamento juridico 4.°), pues, obviaII1ente, no nos
encontramos aquí ante una pretensión integradora de «hipotéticas
lagunas eXIstentes en la LonstltuCton», S100 con la Oe tntegrar lagunas o
desfases reales que se producen en el ordenamiento juridicoinfraconsti­
tucional, lo que corresponde al Estado segUn el citado 3rt. 149.3. No se
altera con ello el orden de competencias, ni se impide su ejercicio por
las Comunidades Autónomas, tratándose sólo de evitar una solución de
continuidad derivada del nuevo reparto territorial del· poder.

La Disposición adicional se jusitifica, pues, por ·10 dicho, pero es
también preciso indagar sobre el sentido y alcance de su segundo inciso,
en cuya virtud «estas nonnas (las autonómicas) habrán de respetar, en
todo caso, el ejercicio de las facultades atribuidas por el Titulo 1I de la
presente Ley a los órganos correspondientes de la Administración del
Estado». Es sorprendente el ataque a. esta previsión, pues la misma
respeta exquisitamente el orden de competencias establecido en la
Constitución y en los Estatutos, pues. si se observa el texto de los
referidos artículos, resulta que el órgano en el que se residencian, en cada
caso, las facultades de infonnaciÓn. tramitación o resolución es el que
sea competente. No se prejuzga si la competencia corresponde al Estado
o a las Comunidades Autónomas. lo que derivará de la interpretación
de la Constitución y de cada Estatuto, y, siendo esto·así, sólo una
particular y arbitraria interpretación de dichas reglas puede producir un
resultado que sea incompatible con nuestro sistema de distribución
competencial. Mas como el Título Hes claro a este respecto, no parece
que quepa discutir su confonnidad al orden de competencias, debiendo
tenerse aquí en cuenta la doctrina establecida en la STC 95/1984
(fundamento jurídico 2.~, segün la cual no es misión de este Tribunal,
al.· resolver conflictos de competencia, llevar' a·· cabo declaraciones
interpretativas sobre la existencia y significado de supuestos implícitos
en las nonnas y sobre sus presuntas consecuencias, de manera que, si en
las normas esgrimidas la invasión de competencias no se produce, el
conflicto no puede prosperar», doctrina que, si- bien referida a un
confljc~ode competencias, resulm de aplicadón al caso. De otro lado, si
bien esta representación no discute la competencia establecida en.el art.
27.15 d~l E~tuto de Autonomía de ,Galícia (entendiendo que la Ley
impugnada no invade· dicho ámbíto-competertcial),·-no por ello se
.renuncia a otros titulas competenciales· del Estado conectados" con la
materia-regulada en la Ley recurrida. Así,· sólo en aquellas materias de
'cotjlpe'tencia autonómica es, rtaturalmehte'~ aplicable la regla de supleto-.
Ijedad, de tal;modo qiie'la interpretací6nde1os preeeptos.cnmprendidos:

• ,- ,,- ,> ",' •

en el Titulo II de la Ley 23/1984 se ha de hacer a la luz de la
Constitución, teniendo en cuenta que en los apartados 4.°, 18, 19, 23 Y
24 de su arto 149.1 se contemplan habilitaciones competenciales que
resultan de aplicación en el Título que nos ocupa, reconociendo la
propia recurrente el carácter básico de los arts. 2 y 4 de la Ley~ sin entrar
en un examen ponnenorizado de los preceptos contenidos en el repetido
Título H, baste con decir que, en relación con el arto 7, su conformidad
con la Constitución y el Estatuto resulta de la aplicación al mismo de
la Ínterpretación que corresponde al arto 149.3 de la Nonna fundamen­
tal, sin que la preferencia que dicha disposición consagra viole el
principio de igualdad (art. 14 de la Constitución), habida cuenta de que
las Cofradías. Cooperativas y organizaciones citadas presentan, en
cuanto entidades representativas de los intereses de un sectOr laboral
determinado, una especificidad propia, digna de amparo y legitimadora
de la diversidad de trato que la norma contempla (SSTC 103(1983 y
1/1984). Por su parte, el segundo de los artículos del Título II
expresamente impugnados con carácter subsidiario (el arto 10) tiene su
fundamento no sólo en el art. 149.3 de la Constitución. sino también en
los apartados 4.°. 19, 20, 23 Y 29 del mimo 1 de dicho artículo. de tal
modo que el carácter vinculante del informe a emitir por órganos de la
Administración del Estado en aquellas materias que sean de su
competencia exclusiva se articula como un instrumento de defensa de
dicha competencia estatal que, de otra manera, quedaría;, vacía de
contenido, debiendo también señalarse que en el fondo de gran parte de
las cuestiones que subyacen a estos recursos se encuentra el principio de
auxilio mutuo y colaboración entre las distintas Administraciones
públicas, a cuyo tenor se habrán de resolver las interferencias que
eventualmente puedan producirse en el ejercicio de las respectivas
competencías y que constituye una razón más para fundamentar la
supletoriedad ex arto 149.3 (STC 95/1984, fundamento jurídico 8.°).

En cuanto a la DiSpOsición transitoria unica de la Ley, su interpreta­
ción es sencillísima. pues esta regla no hace sino reproducir la anterior.
aclarando y completando su sentido. Todo cuanto se ha dicho respecto
del arto 149.3 en orden a la supletoriedad es aplicable a esta Disposición
transitoria: seguirán en vigor, naturalmente, las disposiciones de desa­
rrollode la Ley 59/1969, en tanto no se opongan a lo establecido en la
Ley 23(1984 Yhasta que el Estado, al amparo de un título competencial
específico o del arto 149.3 de la Constitución, o las Comunidades
Autónomas, en el ámbito de sus propias competencias.·· _dicten las
correspondientes nOrmas de desarrollo. Ello no obsta a que las Comuni·
dades Autónomas puedan también en dicho ámbito dictar normas
primarias. de l?referente aplicación a la impugnada, ofreciéndose así una
doble altemauva: o bien limitarse a desarrollar la Ley estatal impug·
nada, o bien dictar una Ley en relación con la materia contemplada en
el arto 27.15 del Estatuto. En ambos casos. y por imperativo del arto 38
del Estatuto, las nonnas autonómicas serán de aplicación preferente
respecto de las estatales, que seguirán siendo, sin embargo, de supletoria
aplicación (art. 37 y disposición transitoria tercera del mismo Estatuto
de Autonomía).

b) Entra, a continuación, el Abogado del Estado a examinar los
motivos de inconstitucionalidad concretamente aducidos frente a deter·
minadas disposiciones de la Ley 23(1984, considerando. así, la preten­
sión «subsidiaria» deducida en el recurso 682/84 y tambié_n, siquiera
implícitamente. en el recurso 683 del mismo año. Se observa en el inicio
de esta parte de las alegaciones que !>i hien, segun se ha). dicho, el
principio constitucional de supletoriedad justifica la adopctón, de .la
presente Ley, tal planteamiento es sólo relevante respecto de las matenas
sobre las que, en virtud de su Estatuto, baya asumido competencias la
Comunidad Autónoma de Galicia, advirtiéndose, a este propósito, que
la mayoría de los artículos de la Ley expresamente recurridos se ha1~
cubiertos por habilitaciones competenciales en favor del Estado-content­
das en la: Constitución:

Art. 1, cuya confonnidad a la Constitución queda demostrada por las
consideraciones anteriores.. sin perjuicio de que, a mayor abundamiento,
la competencia autonómica esgrimida por los recurrentes (arts.. 27.15 Y
38 del Estatuto) se circunscribe a .las aguas interiores, de tal modo que
habrá que estar, según lo dispuesto en el apartado 8.1.1 del R~al Decreto
3.318/1982, a la delimitación aquí llevada a cabo por el Rltal ~creto
2.510/1917, en desarrollo del arto 2 de la Ley 20/1967. En la medtda en
que el cultivo marino objeto de-regulación y ordenación 'por 'la Ley
reéurrida se realice fuera. de los límites de las aguas interiores de Galicia,
eS obvio que la compettncia"corresponde al Estado, según el arto
149; 1.19 de la Constitución, debiéndose tener también en. cuenta los
arts. 1 y 2 de la Ley 2811969..

Art. 19; su constitucionalidad· viene. salyada por el principio de
supletoriedad ya considerado-. La referencia _al organismo que, en cada
caso, resulte competente pone de manifiesto su completo respeto- a lo
que, en este-ámbito,dispone el'-Es~tuto.de.Autonomía.,-_; .

Art. 20; respecto ,del que se predica lo nusmo que se acaba ~e- deCIr
sobre el arto 19. En -este caso sin embargo, _la competencia autón.ómica
se basa 'en el art. 30.104. del Estatuto y se ha de ejercer, por eUo,;de
acuerdo con las bases y la,ordenación de.la actuación 'económicage:!Jera1,
en lbs términos de lodispuestO-·en·los-arts. 38,'.131 y H9.Ltl y ,.13 de
la Constitución.
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Art. 22, referido a la importación de especies para cultivo o simple
inmersión, lo que corresponde a la exclusiva competencia del Estado
con arreglo a lo prevenido en el arto 149.1.10 de la Constitución.

Art. 2~. párrafo 3.°, la competencia autonómica en materia de medio
ambiente se circunscribe a la adopción de «normas adicionales» en los
términos del art. 149.1.23 de la Constitución (art. 27.30 de su Estatuto).
En tanto que el an. 29.4 del mismo texto estatutario (a interpretar
sistemáticamente con el arto 37.3) limita las facultades autonómicas
sobre vertidos industriales y contaminantes en las, aguas territoriales del
Estado correspondientes al litoral· gallego a la simple ejecución de la
legislación del Estado. Dicha facultad de ejecución no afecta a la
competencia normativa estatal, legal.y reglamentaria (SSTC 18/1982 y
39/19821-

Art. 24, cuya localización sistemática (Título V: «Contaminación y
Defensa Ecológica») impone la reiteración de lo dicho al considerar el
arto 23. En materia de vertidos al mar, la competencia normativa es
estatal, según. la Constitución y el propio Estatuto de Autonomía,
debiendo también advertirse que el precepto se refiere a nonnas de
«ámbito nacional» que, respecto del objeto genérico del Título en que
el articulq se sitúa, «puede incidir en los cultivos marinos». Resulta
oportunoi,PDr ello, citar aquí la doctrina de las interferencias competen­
ciales (SS,C 71/1982 y 42/1983) y la de la prevalencia del Derecno
estatal (art. 149.3 de la ConstituCIón). El que una norma estatal prevea
la emisión de un infonne preceptivo por un determinado Ministerio en
la elaboración de disposiciones generales sobre una materia que como
hemos visto, es de-su competencia, es a1Jo que está fundamentado en
las facultades autoorganizatorias y procedlmentales que corresponden al
Estado.

Art 25, que, en correspondencia con el titulo en que se insena,está
presidido por la idea de la coordinación entre las Administraciones
central y autonómicas, lo que no debe sorprender a la recurrente, pues
ya el apartado D del Real Decreto 3.318/1982 establece el desarroUo
coordinado de detenninadas funciones y competencias y el estableci­
miento por común acuerdo de los mecanismos que pennitan el
intercambio mutuo de infonnación y apoyo para el mejor ejercicio de
las funciones transferidas. En este contexto se ha de entender la
previsión, de futuro propuesta en que consiste la posibilidad de la
elaboración por el Ministerio de Agncultura, Pesca y Alimentación, de
común acuerdo con las Comunidades Autónomas afectadas, de planes
nacionales de cultivos marinos, ello sin descartar lo dispuesto en los
arts. 131 y 149.1.13 de la Constitución que, dado el interés que para la
economía nacional pueden tener estos planes, abogan también en favor
de la constitucionalidad del precepto. En todo caso, los principios de
colaboración o auxilio mutuo derivados del de coordinación se proyec­
tan también en esta materia (SSTC 95/1984 y 42/1983), sin que, por lo
demás, la Disposición impugnada se haya adoptado en violación
procedimental del art. 131 de la misma Nonna fundamental. Se resalta
la atribución al Estado de la elaboración de los planes de los que pudiera
derivarse la reordenación, reconversión o reestructuración de detenni­
nados sectores (apartado 8.1.2 del Real Decreto 2.573/1982). Se cita, por
último, el arto 149.1.31 de la Constitución.

An. 26, enmarcado dentro de los límites de la regla de supletoriedad.
En cuanto a la exigida conformidad de los organismos de la Administra­
ción del Estado con competencias en la costa, se remite el Abogado del
Estado a -lo dicho respecto de los arts. 1, lO, 23 Y 24 de la Ley, en
relación con las competencias estatales de los apartados 19, 20 Y23 del
arto 149.1 de la Constitución, citándose asimismo los principios de
colaboración y auxilio mutuo y la jurisprudencia constitucional, sobre
las «interferencias en el ejercicio de las competencias atribuidas a
distintas instancias territoriales».

Art. 27, como se dijo al considerar el art. 24, es indiscutible, en
virtud de lo previsto en el Real Decreto 3.318/1982, la pertinencia de
establecer mecanismos de coordinación entre la Administración estatal
y las autonómicas a efectos del intercambio de información y del mutuo
apoyo en el ejercicio de las respectivas competencias. El art. 27 se sitúa
en este contexto, siendo, ademas, de aplicación los arts. 131 y 149.1.13
de la Constitución,citándose, en cuanto a este último precepto, las SSTC
1/1982 y 42/1983. Por lo demás,la existencia de una Junta Asesora en
el seno de-un órgano de la Administración del Estado (Junta compuesta
por repreSentantes de las Comunidades Autónomas) no afecta a las
competenCias autonómicas. La previa confonnidad de éstas para la
regulación reglamentaria de dicha Junta pone de manifiesto el completo
respeto de las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas
en materin de cultivos marinos. Tras citar lo declarado en el fundamento
jurídico 14 de la STC 76/1983, se concluye señalando que en dicha
doctrina se puede basar tanto la realización de los planes a los que se
refiere el arto 25 como la constitución del órgano mencíonndo en el
art. 27: los planes son propuestos. no impuestos. por el Estado y el
órgano es de coordinación, integrado por representantes de las Adminis·
traciones estatal y autonómicas y regido por una disposición dictada
previa conformidad de las Comi.lOídades Autónomas.

Ar!. 28, la propia recurrente admite que sus competencias en materia
de declaración de industrias de imerés preferente y lonas de preferente
localización para las mismas se circur.scribe a la tramitación, informe y
propuesta (art. 11 del Real Decreto 1.634/1980). No afecta. pues. a sus

competencias el precepto impugnado, que contempla la participación de
las Comunidades Autónomas en la fase de propuesta, sin que, a mayor
abundamiento, quepa olvidar que las competencias autonómicas
(art. 30.1.2 del Estatuto) se han de ejercer ~de acuerdo con las bases y
la ordenación de la actuación económica general y... en los ténninos de
lo dispuesto en los arts. 38, 131 Y 149.11 Y 13 de la ConstituciÓn». Es,
pues, conforme al orden de competencIas que en la propuesta de
declaración de industrias de interés preferente y de zonas de preferente
localización concurran tanto el Estado como la Comunidad Autónoma
de Oalioa, invocándose asimismoque la intervención estatal se justifica
en sus competencias de fomento (<<spending power»), con cita de la STC
32/1982.

Art. 29, precepto apoyado en la habilitación competencial del
art. 149.1.15 de la Constitución, que atribuye al Estado, en exclusiva, el
«fomento y coordinación general de la investigación científica y téc­
nica». (Se citan las SSTC 39/1982 y 4211983.)

Arts. 30 y 31, estos preceptos salvan de manera expresa las
competencias autonómicas sin que, a mayor abundamiento, quepa
olvidar que el ámbito en·el que se produce la tipificación y regulación
de infracciones viene determinado por la remisión que estos preceptos
hacen a la Ley 53/1982, de acuerdo con lo establecido en su 3rt. 1.2.
Dicha Ley se refiere a la «pesca marítima», que es de exclusiv.a
competencia estatal (art. 149.1.19). Por todo ello, los preceptos exanu­
nados, relativos a materias de exclusiva competencia estatal, no invaden
competencias de la Comunidad Autónoma de Galicia, en todo caS?, y
en la medida en que el régimen de infracciones afectase a cultIVOS
marinos en aguas mteriores de Galicia, seria aplicable la regla de la
supletoriedad (an. 149.3 de la Constitución).

Se concluyó suplicando se dictara Sentencia declarando la constitu­
cionalidad de la Ley 23/1984 en su totalidad y la de los preceptos
subsidiariamente impugnados..

7. Por providencia de 6 de junio de 1989 se señaló para delibera­
ción y vmacidn del recurso el día 8 de junio de 1989.

n. Fundamen~ jurídicos

l. Según se ha expuesto en los antecedentes, tanto la representación
de la Junta de Galicia como la que actúa en nombre del Parlamento de
dicha Comunidad Autónoma controvierten en sus respectivos escritos
de demanda no s610 la constitucionalidad de determinados preceptos de

-la Ley 23/1984, sino la validez misma de este texto legal, en su conjunto,
por más que tan sólo en el primero de los recursos se concluya
suplicando, formalmente, una declaración de nulidad del íntegro conte­
nido de la Ley estatal. Examinaremos de manera sucesiva, por tanto,
unas y otras pretensiones. de inconstitu~~nalidad. ~udiendo a.n~~,
sumariamente, a surespec11va fundamentaClon y tambIén a la OpoSlClon
formulada por el Abopdo del Estado. .. . .

Con la sola cxcepc1ón de uno de los reproches de mconsutuClonah­
dad dirigidos por el Parlamento de Galicia al art. 7 de la Ley. 23/1984,
las impugnaciones aquí deducidas tienen un fundamento estnetamente
competencial pues, a juicio de las representaciones actoras, la adopción
por lase0rte5 Generales de esta Ley de Cultivos Marinos y -como tacha
«subsidiaria»- el contenido de algunos de sus preceptos han deparado
una diversidad de desbordamientos o extralimitaciones competenciales
por parte del· Estado y, e~ particu~r, la constri~ón ilegítima de la
competencia de la Comunulad Autonoma de Oali~ (que su Estatu~o
califica de «exclusiva») en orden, por lo que ahora mteresa, al «mans­
queo» y a la «acuicultura» (art. 27.15 del Estatuto de Au!-Onomía de
Galicia' EA.O. en adelante). La representación del GobIerno de la
Nación' por su parte, no ha discutido, en sí misma, esta afirmación
compet~ncial autonómica, fundamentando la inocuidad, en cuanto a
tales competencias, de la Ley impugnada, tanto en virtud de su
autoproclamado carácter supletorio (Disposición adicional) como sobre
la base de detenninados titulos competenciaJes del Estado, según el artículo
149.1 de la Constitución, y apuntando, incluso, la inviabilidad o inadInisibi­
lidad de los recuroos. porque -en su criteri~ la supletoriedad
que la misma Ley enunCIa descartarla ya, desde un pnnclplO, que sus
preceptos hubiesen podido afectar al propio ámbito de autonomía (artículo
32.2 de la LOTC) de la Comunidad cuyos órganos recurren. Cualquiera
Que sea la conSJstenCJa de tondo de Jos argumentos expuestos por el
Abogado del Estado. esta preliminar petición de inadmisi~n no puede
ser atendida, pues mediante ella, como es patente, se vJene a hacer
supuesto, para la admisibilidad de los rCC!JfSos, d~ la cuesti~n misma
que éstos plantean, esto es. de la confonnHiad o dlscon(orrmdad de la
Ley impugnada a la Constitución y al propio Estatuto de Autonomía de
Galicia.

Dos observaciones son precisas todavía antes de entrar en el fondo
de estos recursos. Importa tener en cuenta. en primer lugar. que, con
posterioridad a la iniciación de este proceso. la competencia autonómica
en orden al mariSQueo y a la acuicultura ha sido ya ejercida, en el plano
legislativo, por la Comunidad Autónoma de Galicia, ~biéndose adop­
tado por su Parlamento las Leyes 5/1985 (<<De sanCIOnes en malena
pesquera, marisquera y de cultivos marinos»). 13/1985 .(<<Sobre ~ncio.

nes acc::sorias en materia de Desea, marisqueo y C<ltlvOS mannos>}).
15/1985 (<<De ordenación mariSqu~r:::.y cultivos ~n;)r¡nos>') y Ley 3/1989
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(<<De reforma de la Ley 5/1985, de sanciones: en materia pesqUera,
Glansquera y de cultivos marinos»), disposíciones legislativas, todas
ellas, que no han sido impugnadas en otros recursos ante este Tribunal
y sobre cuya conformidad o disconformidad al orden de competencias
nada, por lo demás, y como es obvio, podremos decir en esta Sentencia.
Las consideraciones que en ella hagamos sobre la ordenación competen­
cia! en este ámbito serán, en fin. las que resulten estrictamente
necesarias para decidir sobre las impugnaciones deducidas, pues. como
hemos advertido en otras ocasiones, no es finalidad del recurso de
inconstitucionalidad definir, en abstracto, el modo de ajuste entre
competencias estatales y autonómicas, sino enjuiciar la conformidad o
disconformidad con la Constitución de las disposiciones legales impug­
nadas, aun cuando tal enjuiciamiento deba llevarse a cabo. como en el
caso presente, paniendo, en buena medida, de reglas, constitucionales y
estatutarias., que tienen un contenido competencial (STC 154/1988,
fundamento jurídico 1.0).

2. La inconstitucionalidad «global», o en su conjunto, de la Ley
23/1984 se sostiene en los recursos con una diversidad de argumentos
(con frecuencia reiterados al fundamentar, después, la impugnación de
concretas disposiciones de aquélla) que plantean, en síntesis; la improce­
dencia de la adopción por el Estado de una nueva normativa. incluso
supletoria, en este ámbito, en segundo lugar, la ilicitud constitucional de
la «redefinición» o «armonización» de competencias autonómicas que la
Ley habría llevado a cabo y, en fin, la contravención de lo dispuesto en
el art. 131.2 de la Constitución en orden al procedimiento de elaboración
de los proyectos de planificación, reproche éste exclusivamente formu­
lado por la representación del Parlamento de Galicia. Examinaremos
por este orden los vicios que, a decir de los órganos recurrentes,
invalidarian el conjunto de la Ley, no sin antes precisar el fundamento
y alcance de las competencias de la Comunidad Autónoma en la materia
que regula la Ley impugnada.

Como todas las demás Comunidades Autónomas constituidas en el
litoral y en los archipiélaROS. la de Galicia asumió en su Estatuto
competencias «eXClusiv-a.w- sobre el rñarisqueo y la acuicultura (artículo.
21.151 asunción competencial específicamente prevista en el articulo.
14S.U1 de la Constitución Y no limitada o excepcionada, de modo,
expreso, por ninguna de las competencias atribuidasexdusivamente al
Estado por el 3rt. 149.1 de la misma Norma fundamental. Las
transferencias de servicios en este ámbito se llevaron a cabo, aun en la
etapa preestatutaria, mediante el Real Decreto 1.634/1980 (arts. 47, 48
Y 55) y, una vez aprobado el Estatuto de Autonomía, a través del Real
Decreto 3.';io/1982, norma en la que se acordó que la Comunidad
Autónoma ejercerla las funciones relativas al otorgamiento de concesío­
nes y alJtorizaciones -«de acuerdo con la legislación básica del Estado»--,
a la parcelación de playas y bancos naturales, a la fijación de cantidades,
veda, horarios y especies autorizadas, a la reglamentación de los
diferentes tipos de explotación, a la declaración de zonas de interés
marisquero y de cultivos marinos y a la regulación. en fin. de la
inspección y sanción en la materia. Las competencias plenas (en la
nonnación y en la ejecución) que así asumió la Comunidad Autónoma
de Galícia deben entenderse comprensivas de la «maricultura» o
«cultivos marinos» en las aguas del litoral gallego. pues ni la Constitu­
ción (art. 148.1.11) ni el Estatuto de Autonomía (art. 27.15) restringen
la competencia autonómica en este ámbito a las «agUas interiores».
como si hacen los preceptos· citados. por el contrario. respecto de la
competencia sobre la pesca, ello sin perjuicio, claro está, del necesario
respeto por la Comunidad Autónoma de las competencias que. sobre el
mismo ámbito fisico, ostente el Estado en virtud de alguno o algunos de
los títulos competenciales que: relaciona el art 149.1 de l? Constitucijn.
Las competencias de Galicta, por tanto. se extienden también a lo Que
la propia Ley 23/1984 denomIDa «acuicultura marina» (párrafo tercero
de su arto 29). SlD que argumente en contra de ello la referencia a las
,qguas interiores que corresponden a su ámbito territorial» mediante la
Que el citado Real Decreto 3.318/1982 pretendió acotar, en este punto,
el ámbito competencial autonómico, pues, según reiterada do...."trina
constitucional, las competencias de las Comunidades. Autónomas se
obtienen y ejercen a través de las reglas íntegradas en el bloque de la
constitucionalidad, cuyas determinaciones no pueden ser alteradas ni
constreñidas por las disposiciones de unas normas que, como las de los
Reales Decretos de transferencias, no atribuyen ni ordenan competen.
das (por todas las resoluciones en este sentido, STC 158/1986,funda.
mento jurídico 5.°).

Es ya posible, partiendo de estas precisiones, considerar las tachas
genéricas de inconstitucionalidad opuestas en los presentes recursos
frente a l>. Ley 2311984).

3. Ba~na parte de las argumentaciones de las representaciones
aetoras '! de las expuestas por el Abogado del Estado han versr.do sobre
el aleanC\,,: supletorio de la Ley impugnada, cuya Disposición adicional
proclama, efectivamente, que «Lo dispuesto en la presente Ley será de
aplicación supletona respecto de las normas que puedan dictar las
Comunidades Autónomas que ostenten competencias en la materia»,
añadiéndose en la misma Disposición Que «Estas normas nabrán de
respetar, en todo caso, el ejercicio de las facultades atribuidas por el
Titulo II de la presente Ley a los .organos correspondientes de la
AdmüiÍstración del Estado». La pretensión d.:: sI'oJetoriedad qu'e así 1.1

Ley enuncia -pretensión adelantada ya en su Preámbulo, para el cual la
Ley «respeta totalmente las competencias asumidas en la mateIia por las
Comunidades Autónomas>}- suscita, en cuanto a su efectívo alcance,
algunas dificultades de interpretación a que luego aludiremos, intere·
sando sólo ahora resolver la primera de las tachas de inconstitucionali­
dad expuestas en los recursos frente al integro texto de la Ley
consistente, como quedó dicho. en la afirmación de que ni siquiera por
vía supletoria podnan las Cortes Generales. vigente ya el Estatuto de
Autonomía, innovar la regulación estatal preestatutaria, tesis 'iue se cree
avalada por lo dispuesto en la Disposición tranSItoria tercera d·;;J E.A.G.,
que, a juicio de los órganos recurrentes, hace inmodificllbles. en la
expresión empleada por el Estatuto, ((las actuales leyes y disp~.'iiciones

del estado» relativas a materias de competencia de la Comunidad
Autónoma, y en tanto dicha competencia no se ejerciere por sus órganos
propios.

La argumentación expuesta no puede ser aceptada por ~\:~ Tribunal.
Como ya señalamos. freme a un planteamiento identico, en la STC
227/1988 (fundamento juridico 30), las leyes estatales pree5tatutanas no
han quedado, en vinud de la invocada Disposición transitoria tercera
del E.A.G., sustraídas a la potestad de dero~ción o modificación de las
Cortes Generales (arL 66.2 de la ConstitUCIón). La tesis mantenida por
los recursos en este punto no sólo conduciría al Olorgamientn cte una
rigidez absoluta.. de indiscernible fundamento material, a las leyes
estatales vigentes al tiempo de la adopción de cada EstamtG. SIDO
también, y por necesaria consecuencia lógica, a una fragmcTI.wóón,
igualmente inaceptable, del Derecho estatal que fuera de aplica-:ión,
principal o supletoriamente, en las distintas partes del territorio nacio­
nal, conclusión ésta que, como fácil es comprender. contraría las más
elementales exigencias tanto del principio constitucional de unidad
como de la regla de suplel.Oriedad del Derecho del Estado. LJ. Ley
23/1984, en suma, no ha incurrido en vicio alguno de inconstituc:onali·
dad por pretenderse supletoria, modificando el Derecho estatal preexis­
tente, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia.

4. También se impugna la Ley en su conjunto, como dijimos, por
lo que en ella ~n ver los órganos recurrentes de «redefinición» o
«armonización» de las competencias autonómicas en el sector de
cultivos marinos, reproche éste que se fonnula tanto por referencia al
propósito del legislador estatal -explícito en el Preámbulo- de «realizar
una ordenación competencial de los distintos organismos con intereses
en la costa sin vulnerar las atribuciones de los entes autonómicoS}},
como en atención, de otra parte, a las supuestas extralimitaciones
competenciales en que habria incurrido la Ley por lo dispuesto en sus
arts. 25 a 31 (Título VI; «Coordinación y Junta Asesora»). En la medida
en Que estos últimos alegatos inciden sobre lo dispuesto en preceptos
concretos de la Ley ya no estamos, en rigor, ante una impugnación
genérica de la misma, no obstantelo cual algo hemos de decir ahora
sobre esta tacha opuesta a la regulación de su Título VI, pues la recta
comprensión del alcance supletorio de la Ley exige, en este momento,
su consideración como unidad, a fin de apreciar lo que tal supletoriedad
supone respecto de las distintas partes de su articulado. A tal efecto, y
para dar respuesta a esta vertiente de la impugnación, son preci:ms las
consideraciones siguientes:

a) No merece objeción constitucional la adopción por las institu­
ciones generales del Estado (por las Cortes, en el presente caso) de una
nonnación sobre materias que correspondan. en régimen de competen­
cia exclusiva, a una o, incluso. a todas las Comunidades Autónomas.
pues si bien la regla de supletoriedad del Derecho estatal del arto 149.3
CE. en manera alguna constituYl~ una cláusula universal atributiva de
competencias para lf"gi~la; S()bre cualesquiera materias a favor del
Estado (STC 15/1939. fun'1am~nto jundi::o L°) porque, obviamente, no
es una nonna competencial, sino ordenadora de la preferencia en la
aplicación de las normos en el Estado compuesto configurado por la
c':mstituCÍón, tampoco p1lcde ÍbJlora~ que la nonnación estatal sólo
nacería viciada de inconstituclonalidact, por incompetencia; si preten­
diera para sí una aplicado,; incondicionada en el respectivo territorio
autonómico (STC 85/1983. fundamentn juridico 3.0

). No es reprochable,
pues, la adopción de U1l2. Ley Que disclpi.ne con el alcance supletorio que
declara la Disposición al1idonal impugnada, lo relativo a la acuicultura
marina en todo el temtorio nacional Y ello no SÓlO en r.u:ón a la
existencia, en el presente caso, de una zona litoral del territorio nacional
no integrada en Comunidades Au{ócomas, así como de competencias
estatales concurrentes en l~costa, si".) también por la propia finalidad
reguladora de la Ley 23/ t,984, puestA de relieve en su PreámbUlO. de
ordenación de un sector -te cierta importancia en todo el territorio
nacional, acomodando 1.. legislación estatal preexistente a los ¿¡vanees
cíentílicos en el desarrollQ de los cubvos marinos. Se sigue de esta

I
declaración de supletori"iad, por tanto; que las determinaciones de la
Ley 2311984 podrán ser sustltUldas por las Comumdades Autónomas
competentes en la matena a no ser que -como a contmuaclon cm::nos­
alguna o algunas de esta~ reglas legales resulten, por su tenor hiera! o en

I
tanto aludan a competencIas estatales, lOdlsponibles para las potestades
autonomlcas. Siendo est'l así, y al margen de los supuestos reclen
:UUdldos. las disposicIOnes Impugnada!' sólo serían de aplicaclOn al~ta

en aquella parte del t"'mtr,oc nacmoal no mtegrado en Comcmdades
AUfónomas, pues todas la5 constttulda<; en el litoral y en k>s archipiéla-
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gos .han a.su~ido ya -como dijimos- competencias sobre cultivos
mannos, s~ bIen la mayoría. no ha ejercido, en el plano legislativo, su
competenc13 sobre la mateoa.

b) Es propósito enunciado en el Preámbulo de la Ley, y así lo
destacan Jos recurrentes. «realizar una ordenación competencial de los
dis~intos organismos con intereses en la costa», lo que, a lo laIJo del
artIculado se plasma en una dIversidad de referencias a las autondades
administrativas llamadas a intervenir, directa o indi.rectamente'en la
ge~tión de lo que. importa a l~ c!Jltivos marinos (régimen de otorga­
miento de concesIones y autonzaclones., inspecciones. comercialización
y, entre ?tros ámbitos de actuación. contaminación y defensa ecológica),
referen~las que remiten tanto a las autoridades que principal y directa­
mente mtervengan en dicha actividad económica (<<organismos compe­
tentes en materia de Pesca», según la Ley) como, en otros casos, a
~ue~las otras que, actuantes .también en el litoral, pero sobre otros
ambltos, sean llamadas ~r la Ley para participar, mediante informes o
de otro modo, en la gestión adlJlinistrativa que aquí importa (arts. 3, 9,
!O, 13, 16, 18 Y23, párrafo 2. j.
. Es claro, sin embargo, que, mediante esta normativa, no ha preten­

dIdo la uy proceder a una ordenación de las competencias respectivas
de~ E~~d~ y ~.las Comunidades Autónomas, pues las referencias, en
pnnClplO mdI~tmtas, a los «organismos competentes» (en materia de
Pesca, dt: Tunsrno, de Puertos y Costas, etc.) tanto podrían designar
segun los casos, a órganos de la Administración estatal o de las
Admin~straciones autonómicas., y no otra cosa es lo que inequívoca­
menle se dice en el Preámbulo. Dicho de otro modo, la Ley no ordena
aquí (.'Cmpetencias estatales y autonómicas, sino que, presumiéndolas,
procede a una regulación, abstracta, por asi decir, de atribuciones
admíni<;trativas en los procedimientos que afectan a la acción pública
sobre los cultivos marinos, regulación que parte, como es inevitable de
la c<?n~'erge.ncia en el litoral de una pluralidad de responsabilict3des
admInIstratIvas y que nada dice en sí misma cabe reiterar, sobre si la
autoridad llamada a intervenir en cada caso ha dt ser del Estado o de
las C~munidades Aut~nomas! cue~tión esta que ha de resolverse según
coneXIones ~ompetenciales a Identlficar con arreglo a lo que dispongan
las normas mtegradas en el bloque de la constitucionalidad. A reserva,
p.ues, de lo que se dirá al examinar cada uno de los preceptos
smgu~<:nte Impugnados, hay que declarar ahora que una ordenación
de atn~ucIones como la que aqui hace la Ley no es, en si misma.
contrana a la Constitución o, más ampliamente, al bloque de la
constitudo~~lidad, 1?u~s el ,legislador estatal no ha pretendido imponer
esta regulaclOn admmIstratlva a todas y cada una de !as Comunidades
Autónomas con competencias en este ámbito, lo Que habría supuesto.
CIertamente. desconocer la potestad de autoorganización que establece,
e~ favo~ de aquéllas, el arto 148.1.1.° de la Constitución. La interpreta­
cIón mas correcta de esta regulación de la Lev 23/1984 -la única
co~patible con la, Constitución y con el dictado de la Disposición
adlC1Qnal de la mIsma Ley- es más bien la que parte del carácter
supletorio de sus normas respecto de las que puedan dictar, sobre su
propia Administración, las Comunidades Autónomas competentes con
!a única, excepción de que el «organismO)}_llamado por la ~ a
mtervemr en cada caso resulte ser, según critcnos va competenciales. un
órgano de la Administración del Estado; pues, cuando así sea, es daro
que la normadón. organizativa_auton~micano podrá eliminar o despla­
~r la COrpoe~D;':Ia es'4l~l. AsI se cUlda, por lo demás, de senaIado la
Citada DisposIClon adiClOnal, en la que, t1"'<l.5 enunciarse el carácter
supletono de la Ley, se concluye advirtiendo que las normas que puedan
uIct:ar la~ COmumdades Autón?m~s «habrán (le respetar, en todo caso,
el eJerCICIO de las facultades atnbuJda<; pOJ f;ITihllu II (...) a los órganos
correspondientes de la Admim..tración od L:.-~!¿¡dOl}.

La~ r.~f(:~encias presentes en la Ley a los '''0:-ganismos competentes»
en los .:llstmtos sectores de la actuacion ~¡j:Llnistrativa remiten, en
suma, tanb a la Administración estatal COfrl') ;;: ias autonómicas, según
las rt;gta-, de competencia qUé sc:an apllG:l.hi_S ':;_ bien es preciso aclara.
desde ahora que semejante reiác'lcí8 m~-: cHi,-¡Hi no es, en cambio,
reconoubk en ias diversas nKHClOn,,;, q~'e ':" contienen en la Le\-'
23/1 9~~ [,¡ «organismo compett::ntL en m'He¡i;.. de PesCID->, pues con dichá
eXpreM~1L -;e designa en la Ley a la áUlOnc.ad ~h;c¡ada a gestionar direCta
y P\lf.lc1v,,-'nU'me lo relativo ::. l(!~ cli1tiv<J~ I;;'.umo:-, y ya hemos tenido
lammen o;.~aslÓn de advertir quc'. en io qm <;:-"" refiere a las relacione!> dI;:
compch.'f1l.,j3 entre el Estado y la.. e:I!;:~7-;dades Autónomas, esa
autoflG.id no es sino la autonóm,~-_ A di;. [',m:ten exclusivamente en I
el CUl~lCXlo de esta Ley las mer,';;H:.;¡¡eS. :..1 "~~f~,:nismo competente en
matena oc hsC8», con la sola eXCe~IOIj oc ;-'" .,~íUacjones administrati·
vas que se puedan realizar en aquellas. pane~ <:.l.-~CrritOriO nacional que I
no este Integrado en Comunidaae:::o Autónol~'2.<¡.

c) kesta aun por aclarar. en (:UéTl\0 a i;~1~ ,l:mto de la impugnaciór;
ge!Ieral. ~~ la l~):. que la supletorít:d¡¿c de.:•..-:~:~::t por su tan repetida
DISposI(':iOn adlclOnallo es respe.::to al;: la:- m\r:,~¡\~ que puedan dictar las. 1
Comunld::;.des Autónomas «que OSlenttn corr.;,T.;encías en la matcria">:)
concepto éste -el de «materia» regulalÍa pOf t"i legislador estatal- qué
alcanza aquí .virtualidad sólo en atención a c...J.a precepto de la mismu.
Ley. (~yo objeto específico de normacÍón hahr~ de considerarse en cada
caso para apreciar el grado de aplicación (~\_lf;>ioria o directa) que para. 1
sí busquen las reglas estatales. L1 Le} \ef~., cienamente, sobre un I

ámbito, «cultivos marinos», asumido como competencia propia por
todas las Comunidades Autónomas afectadas, mas ello no impide al
legislador estatal la simultánea regulación, en el mismo texto legal. de
~terias».atribuidas constitupional o estatutarian:tente a su competen­
CI~, ~~laetón ql!e, en la medi?a ~n que aquí es~ nnpugnada, habrá de
enJUICl8T5e atendiendo ya a mtenos competenetales. Como después se
indicará, este fundamento competeilcial, y no la supletoriedad del
Derecho del Estado, será el que pueda justificar, acaso, las normas
relativas a la coordinación y a la planificación en el sector de cultivos
marinos (arts. 25,27,28 Y 29 de la Ley) y también las que pretenden
inequívocamente, atribuir a la Administración del Estado una it'lterven~
ción en la gestión de tal sector por las Comunidades Autónomas
(arts. 22 y 26), pues es bien claro que la supletoriedad no puede
justificar una actuación administrativa en ámbitos de competencia
autonómica.

De lo expuesto a lo largo de este fundamento se sigue, en suma, que
tampoco ha lugar a declarar la aducida inconstitucionalidad general de
esta Ley por su supuesto carácter «redefinidoI» de competencias, pues
-a reserva de lo que se diga l'e$pectode cada uno de los preceptos
impugnados- tal «ordenación de competencias» designa sólo, en los
recursos acumulados, o bien una regulación de atribuciones administra­
tivas en este campo; o bien, en otros casos, un ejercicio competencial
manifiesto, por parte del Estado, cuya hipotética irregularidad no habría
de llevar, desde luego, a la invalidación in integrom de la Ley, sino a la
del precepto así viciado.

. S. El último de los reproches genéricos frente a la Ley 23/1984 ha
sido el expuesto por la representación del Parlamento de Galicia con cita
del 3rt. 131 de la Constitución, precepto que -se dice en el recurso­
habría sido vulnerado por la Ley estatal al~ en eDa a una
«planificaciÓn» en el sector de cultivos marinos sin recabar. a tal efecto,
la previa intervención de las Comunidades Autónomas afectadas, según
previene el apartado 2 de la invocada regla: constitucional.

Este. alegato no puede ser aCogido. Con independencia de que tan
sólo una J)arte de la Ley incide sobre la planificación económica en este
~r (arts,. 25, 27 Y 28h 10 cierto es ~ue, no cabe imponer a las
msbluCIones generales del Estado el cumplimIento de lo prescrito en el
3rt. 131.2 de la Constitución al elaborar y aprobar esta Ley. En efecto
es doctrina constitucional muy rei~ (SSTC 29/1986, 186/1988 Y
227/1988, fondamentos jwidicos 3.°, 7.° Y 20, respectivamente) que
aque} ~to constituCloilal responde a la previsión de una posible
planificaetón conjunta, de carácter global, de la actividad económica. de
tal modo que su obServancia no es obligada constitucionalmente para
los procesos de planificación·de ámbito más reducido, por importantes
que puedan ser, como sucede en el presente caso con las normas
relativas a la planificación en el sector de los cultivos marinos. Esta
conclusión, desde luego, no ha de quedar empañada por lo que se dice
en el último párrafo del Preámbulo de la Ley 23/1984 (<<la Ley al
desarrollar una ordenación económica general. se mantiene dentro'del
marco legal del arto l3lde la Constitución Española»), pues es evidente
que las calificaciones jurídicas que pueda hacer el legislador sobre su
propia obra no han de imponerse a las que corresponde realizar a este
Tribunal en su labor de enjwciamiento de la constitucionalidad de las
leyes.

No cabe, por todo lo dicho en los fundamentos que anteceden, acoger
la impugnación genérica de la Ley 23/1984. Examinaremos, a continua­
ción, las conCretas pretensiones de inconstitucionalidad formuladas en
los recursos contra de~nados preceptos de la Ley, agrupando a tal
efecto, cuando la claridad y la economía de nuestro examen así lo
requieran. aquellas impugnaciones que muestran análogo fundamento o
que se dirigen contra disposiciones que presentan, en el contexto de
estos recursos, una ratio común.

6. Consideremc~, en primer lugar, las impugnaciones deducidas
contra una serie de preceptOs que tienen en común la regulación de
diferentes a<;pectos del régimen sustantivo de los cultivos marinos:
art. 1 (que delimita el objeto de la Lev «sin menoscabo de las
competencias y facultades asúmidas por las éomunidades Autónomas»),
art. 7 (Que se establece una preferencia para la obtención de concesiones
y aU!<lriuciones en favor de Cofradías de Pescadores, Cooperativas de
cultivos marinos y organizaciones de productores), art, 19 (en el que se
prevé la posibilidad de otorgar concesiones temporales «Para efectuar
experiencias sobre nuevos cultivos marinos o mejora de los existentes»
reconociéndose también un derecho de preferencia en la oh1ención dé
concesiones y autorizaciones para quienes realicen aquella!> tt.~xperien­
CÍflS») y arto 20 (que, bajo la rúbrica «ComercializaciÓID) de} Título V.
dispone que «El traslado de huevos, esporas o individuos de talla no
comercial, en cualquier fase vital, sólo se utilizará con fines de cultivo
investigación o experimentaCÍón»). '

Con independencia de uno de los motivos de inconstitucionalidad
opuestos por el Parlamento de Galicia al art. 7 (reproche que considera­
remos después), los alegatos que los recurrentes formulan contra estos
preceptos se basan siempre en la supuesta conculcación de la competen­
cia de la Comunidad Autónoma sobre marisqueo y acuicultura, compe­
tencia exd~va (artS. 27.15 y 37.1 y 2 del E. A. G.). Estos alegatos. yel
reproche reIterado, al exponerlos, ':le una inco!'feC1a «deliIII.itación»
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estatal de las competenCIas autonómIcas, DO pued.en ser aco~~os, pues
los preceptos en cuestión, en tanto que normaciones sustantr~as sobre
los cultivos marinos. han de ser interpretados a la luz de la clausula de
supletoriedad que la Ley in~rpora ,(primer i~?so .de la, .Disposición
adicional), no siendo reconOCIble aqUl constricclOD o mvaslO~ alguna de
la competencia autonómica sobre acuicultura. competencIa que, al
ej~,~ la susti~ucióD:, .eI?- el territot:i0 de Gali~a. de las
dispoSlC1ones unpugnadas, sm peIJUlClO, claro esta, del ne<:~o respeto
a las competencias exclusivas del Estado que recaigan. en Ylrtud de otros
títulos.. sobre el mismo ámbito fisico. No obstante, son aún precisas dos
consideraciones más sobre las pretensiones aqUÍ deducidas:

a) La primera de ellas no viene impuesta por alegato alguno de los
recurrentes. sino aconsejada por la conveniencia de ponderar algunos
argumentos que el Aboga~o del Estado ha expues~ al opone~. a la
impugnación del art. l (objeto de la Ley: <da regul3Clon y ~rdenaClon de
los cultivos marinos en el territorio nacional, zona marítuno-terrestre,
rías, estuarios. lagunas y albuferas en comunicación pennanente o
temporal con el mar, mar territorial y zona económica exclusiva. ~nto
en bienes de dominio público como de propiedad privada...»). Esuma.
en efecto, el representante del Gobierno Que la confonnidad a la
Constitución del precepto citado. se confirmaría. aparte de por otras
consideraciones. en virtud de la doble advertencia de que la competen­
cia deGalicia se extiende sólo a sus «aguas interiores» y de que, por otro­
lado, los espacios fisícos designados en 'el impugnado art..l son ~~enes
de dominio público (no cabe entender de otro modo su mv~on, a
este propósito, de los arts. l Y 2 de la Ley 28/1969, de Costas, VIgente
al tiempo de la interposición de estos recursos).

Estos 8JlUII!entos no pueden ser acogidos en lo que ti~en, uno y
otro, de limitación de la competencia autonómica sobre acuIcultura y de
afirmación competencial del Estado. En cuanto al primero de eUas,
porque, como ya dijimos, ni la Constitución ni el Estatuto de Autono­
mía de Galicia circunscriben la referida competencia a las «aguas
interiores» (arts. 148.1.11 Y 27.15, respectivamente), precisión que, por
el contrario, sí consta en ambos textos nonnativos, en lo que se refiere
a la «PCSCU, materia. esta última¡: res~o de la ~ tanto la
Constitución como el estatuto han smgularizado el «mansqueo» y la
«acuicultura», sin que quepa, por vía de interpretación, suprima o
desdibujar este distingo. Y tampoco, de otro lado, cabe afi:nnar~
competencia principal o directa del Estado sobre los espaClOS fiSICOS
designados en el art. 1 de la Ley sobre la sola base de su caráctc;:r.lfe
bienes de dominio público, bastando aQuí con recordar que la condiClon
de dominio público no es un criterio utilizado en la Constitución ni en
los Estatutos de Autonomía, para delimitar competencias, ni tampoco
sirve para aislar una porción de territorio de su entorno y considerarlo
como una lona exenta de las competencias de los diversos entes
PÚblicos que las ostenten (STC 77/1984, fundamento jurídico 3.°; en
sentido análogo, STC 227/1988, fundamento jurídico 15).

b) La segunda consideración es necesaria a fin de da!' respuesta al
alegato deducido en el recurso del Parlamento de GaliCla frente al
art. 7, precepto al que se reprocha (además de una in",11Si~J;l compet~n­
cial, ya examinada y rechazada) haber ...,.wnerado los pnnClpIOS constItu­
cinnales de igualdad (3rt. 14) Y de hbertad de empresa (3rt. 38) al
disponer una preferencia. para la obtención ~e concesiones y au~oriza­
ciones, en favor de <das empresas promoVIdas por las Cofradías de
Pescadores. Cooperativas de cultivos marinos y organizaciones de
productore5>lo.

El Parlamento de Galicia ha sostenido en este proceso· la impugna­
ción de un precepto que -sin más variación sustancial que la q~e
enseguida se dirá- ha sido introducido en la Ley 15/1985, del propIO
Parlamento autonómico, sobre «Ordenación marisquera y cultivos
marinos» (art. 10). Cualesquiera que fueren las consecuencias procesales
que pudieran extraerse de tal asunción por el.recurren~de ~ nonna
recurrida. es lo cierto, en todo caso, que la tmpugnaaón I11lsma no
puede prosperar, pues el art. 7 no entraña trato discriminatorio algun.o
para las demás empresas que aspiren, junto a las que hayan de reciba
el trato preferente que el precepto dice, a la obtención de coneesio~eso
autorizaciones para la explotación de cultivos marínos. Para aprectar la
inexistencia de tal discriminación (y de la subsiguiente infracción de la
libertad de empresa) basta, en efecto, con advertir que, según la misma
Ley impugnada, las concesiones y autorizaciones 4<Se. concederán discre­
cionalmente» (art. S) Yque el trato de «preferencia» aqUÍ impugnado ha
de verse como un medio de protección promociona! que la Constitución
otorga a las sociedades cooperativas (art.. 129.2 C. E.) y también como
un limite a la discreci.onalidad de la Administración para otorgar unas
y otras, pues la repetida «¡)I'eÍerencia» de ciertas empresas y entidades
se afirma, precisamente, a partir de la exigencia, a todos los tn~OS,
de unas condiciones idénticas: en efecto, la Ley estatal secutda de
advertir (no así la autonómica antes citada) que la opción en favor de
las Cofradías de Pescadores. Cooperativas de cultivos marinos y
c~ones de produetoressólo tendrá lugar «cuando sus proyectos (...)
reúnan iguales garantías técnicas, económicas y financi~ que oUas
peticiones que coincidan en la misma zona». El mejor trato cuya
constitucionalidad se discute no ba de determínar, en suma, la preferen­
cia absoluta de unos ciertos interesados frente a los demás. sino la

necesaria autorización o concesión administrativa. inicialmente discre­
cional en favor de unos peticionarios cuyas condiciones sean óptimas.
por referencia a l~s '?~ que se hubi~ran ~id~ propon~. ?s d~o, por
ello, que esta límitaClón de la dIscrec10nalidad admInIstratlva no
entraña trato desígualitario alguno. .

Procede rechazar. por todo lo dicho, la impugnación dedUCIda frente
a los arts. 1, 7, 19 y 20 de la Ley.

7. Examinaremos en este fundamento las tachas de inconstitucío­
nalidad opuestas frente a los arts. 10, 22 y 26 de la Ley, precept~s, todos
eUos, que vienen a reconocer, explícita o implícitamen~e, una mte~en­
ción de la Administración del Estado en la gestión relatlva a los cultivos
marinos.

a) Del arto 10 se ha impugnado tan sólo su pá.rraf? 2, a cuyo t~n<?r

en los expedientes de concesion~sy autorizaciones en.btenes de domlmo
público «Set'án vinculantes los mformes de los orgamsmos competentes
(de Defensa., Seguridad de la Navegación, Turismo y .Puertos y ~ostas,
según el párrafo anterior) cuando se trate de expedIentes relatIvos a
accesos a los puertos, pasos navegables. zonas ?e in.terés ~r,a la Defensa
Nacional, Centros o zonas declaradas de mteres t1;1nstlro, y a los
previstos en e1art. 11.6 de la Ley 28/1.9~~, de 28 de ~bnI. sobre ~ostas».
Entienden los recurrentes que la preV1S1on de estos mformes «VInculan­
tes» puede llegar a entrañar un «control» estatal, carente .de base
constitucional, en el ejercicio por las Comunidades Autóno!Jl:& de sus
competencias propias, invocándose, a tal efecto, .las que Galicla. ostenta
en materia de marisqueo y acuicultura y tambIén en ~o. relatIVO a la
ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y VlVI~nda, y a la
promoción y ordenación del turismo dentro de la ComuDIdad (aparta­
dos 3 15 y 21 del arto 27 del E. A. G.). La oposición del Gobierno se
ha fu~dado. en fin, en· la supletoriedad de la ~ estatal, citánd~se
también por el Abogado del Estado las competenC18S estatales enuncta­
das en los apartados 4.°, 19,20,23 y 29 del art. 149.1 de la Co~stitución.

No es tarea de este Tribunal de conformidad con lo dicho en el
apartado «b» del fundamento 4.0' de esta Sentencia, detennin~ ahora,
a través de una declaración inevitablemente abstracta, cuál. sea l?l
régimen de distribución de competencias entre:: el Es~o y la.. Comum­
dad Autónoma de Galicia respecto de los espacIOS deSIgnados en la regla
impugnada. con independencia de que algunos. de e!los -como las
«zonas de interés para la Defensa»- correspondan I~,eqwv~ent~~}a
competencia estatal (an. 149.1.4 de la ConstituCIon). La disposICIon
impugnada se limita aquí a ordenar, para el supue~lo que contempla,
unas atribuciones administrativas que corresponderan al Estado o a las
Comunidades Al,ltónomas según las pertinentes conexiones competen­
ciales, no alteradas DÍ «redefinidas» -en contra de lo que los recurrentes
dicen- por este precepto.. . '

Para enjuiciar sU constitucionalidad nada debemos decir,. por consI­
guiente, sobre su supuesto implícito (el régimen ~mJ?Ctencial en~
uno de los ámbitos aludidos), bastando con aprectar 51 la consecuencta
jurídica que se liga a tal supuesto se ~com~ o no -cuando es ~
Administración estatal la llamada a mtervenrr- a la competencIa
concurrente de la Comunidad Autónoma sobre cultivos marinos. La
respuesta a tal cuestión no puede ser sino afirmatiya. Pues. n<? ~ dudoso
que la hipotética competencia estatal -que aqUI, cabe InSIstrr, no se
prejuzga- sobre determinado puerto, sobre pasos na,:,e~bles o sob~e
centros o lOIl8$ de interé& turlstico no podría ~.med~ttzada a ,traves
de una actuación· incondicionada por parte de la Comumdad A~to1?oma

competente sobre cultivos marinos a la hora de conceder a'!1tonzacones
o concesiones enáqueUos espacios que fueran de la excluslvC;l responsa­
bilidad de la Administración estatal, de tal modo que la preVISión de un
informe «Vi.ncu1anto en tales supuestos ha de verse, según acertada­
mente dice el·Aboga~ del Estado, como un instrumen~ode preserva­
ción de la competenoa estatal, que no ha de desplaza:. sm embargo, en
tal hipótesis, a la correlativa competencia autonól'!uca para to~s !as
demás actuaciones administrativas sobre las concesIones y autonzaClo­
DeS cuyo otorgamiento así se condiciona En 0tra.s ocasiones ,he~o5

declarado ya que «la atribución de una.competenCIa sob"? un amblto
fisico detertttii1ad.Q no impide necesartamente que se e,e~ ..o~s
competencias en ese espacie»· (STC 77/1984, ~damento Jundi;co 2. ),
y ahora no cabe síno concluir que los informes VInculantes preVI~tos en
este arto 10 no suponen, en el caso de 9~e ~?o de ellos hubiera ~e
recabarse de un «Organismo» de la AdmlDIstraClon estatal,. una con~tnc­

ción ilegítima~ las cor:ilpeten~auto~ómiC'm!sobre culuvos mannos.
sino un expediente de acomodación o tptegractón enu:e dos com~ten­
cias concurrentes ~tatal y autonómlC8- que, partIendo de ti~ulos
diversos y con distinto objeto jurídico, conveJlen sobre un mIsmo
espacio fisico, y que están llamadas, por consi~ente, a cohonestarse.
Ello basta parn. rechazar la ;mpugn~cióndedu~cla frente a este arto 10,
sin que a los efe<...los de esta declaraCIón sea pertinen.te -ya en otro orden
de--oonsideraciones.... decir nada sobre la trascendenCIa que haya de te~~,

a efectos de lo dispuesto en el inciso final de este precepto,l~ derogaclOn
por la Ley 21/1988, de Costas (Di~posició~ det:O~ton~ ~n.mera); de la
Ley 28/1969, a cuyo arto 11.6 remIte la dísposIClon enJUICIada.

b) La Junta de Galicia impugna. asímismo, los~fos 1.0 y ~:o del
art. 22, en los que se dispone, respectivamente, q!le la ~portaeto~ d~
«especies (...) con destino a cultivos o simple mmersIon» prectsara
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informe favo~ble,del Minist~o de Agricultura, Pesca y AlimentaeÍón,
'1 que la autortzaClón para. tal unportación requerirá, de otra parte, un
informe favorable del Insbtuto Espadol de Oceanografia «Si se preten­
diera. importar especies foráneas que no se den natutalmente en nuestras
aguas», exigencia, esta úl~ que se establece en la Ley «para evitar
posibles desequilibrios ecológicos».

La mterve;nci~nde la .AdJnini.s!ración del Estado en el procedimiento
para la autorización de 1IDpo~ones no,puede tacharse de ilegítima.
pues .el Estado ostenta competena.a exclUSIva y plena sobre el comercio
ex~or lart. 149.1.10 de la Consbtución y STC 252/1988, fundamento
Juridíco 3.~. No es, pues, contrario a las competencias autonómicas el
~o l.0 de este art. 22, como tampoco 10 es, por lo demás, el art. 21
(oC? ;imp~o), en el que se someten a Gutol'ización» del mismo
~o estatal.~ operaciones de exportación de' produc­
tos mannos, prevIO informe del «organismo competente» de la Comuni~
dad Autónoma «que tenga competencia exclusiva en dichama~

A idéntica conelusión ba de llegarse en In que respecta al pm;._
fo 2.° de este art. 22 que .exIge, antes de la autorización para la
imponación, un «informe favorable del Instituto Español de 0Cean0sra­
fiu, pu.e5 correspondiendo al Estado la competencia exclusiva sobIt el
~merao exterior, someter la decisión de sus propios órganos sobre la
unponación de especies foráneas que no se den naturalmente en
nuestras aguas al condicionamiento del informe favorable de un
otp:nismo científico estatal. no sólo es razonable desde el punto de vista
c!e l:a preservación ~l equilibrio ecológioo, sino que en manera alguna
lim;ita las co~petenciaS de la Comunidad Autónoma, pues tal regulación
es indeI'<'ndiente de la que pnedan llevar a cabo sobre la materia las
Com~d:&des ~tónomas en uso de Su competencia, así como de las
au~ones o informes de los organismos CIentíficos que éstas tengan
a bien establecer.

c) Tanto la Junta como el Parlamento de Galicia hanim~o
el art. 26 de la Ley, cuyo párrafo 1.0 dispone que «las distintas
Co~umdadesAutónf?mas podrán declatar zonas de interés para cultivos
mannos, que se considerarán zonas de interés pesq~. a aquellas 4\lue
por. sus condiciones óptimas para tal actividad aconsejen protección
oficial», concluyendo el párrafo con la previsión de que «tal declaración
babrá de contar con la conformidad de los o¡pnismos de la Admini$tta­
ción, estatal o autonómica, que tengan competencias en la COSla».
Ambos recursos cifran la inconstitucionalidad del precepto en el
es1ablecimiento de es1a última exigencia de «confoI'Dlidad» por parte de
ó~os de la Administración del Estado, fundamentación que nada
dice, desde lu~ en contra de la constitucionalidsd del resto del art. 26
(párrafos 2.° Y3. ), en donde se establecen normas de carácter sustantivo
(y, ~ cuanto tales, de apli~ón supletoria) sobre .modos y técnicas de
cuI~v~ de las «zonas. de mterés marisquero» y sobre su revisión
~ódica por «el orgamsmo competente en materia ?e pe5C$, mención
esta sobre cuyo alcance ya nos hemos pronunciado. Procede por
consi~ente, que ciñamos nuestro examen al único de los ~tos
,~a lDlpugnación se ha fundamentado, esto es, al párrafo 1.0 del arL 26.

A la primera de las dos determinaciones que contiene la disposición
impugnada no cabe reconocerle sino un carácter de norma de coordina­
c!-ón que es supertl.U3 respecto del orden de distribución de oompeten­
aas. pues, como bien se comprende, el que las Comunidades Autóno­
mas pueda~ decJara:r zonas de interés para cultivos marinos (con las
consecuenaas que dicen los arts. 10, 12,23,24 y el propio art. 26 en sus
dos párrafos finales) es cosa que dependerá del orden constitucional y
estatutario de competencias sobre la acuicultura y el marisqueo, que no
pu~~ SC!',alterado ni in~ovado por ellegíslador estatal sin una expresa
habilitaelon porn~~'te$J'8da en el bloque de la constitucionalidad,
nonna en este ámbIto meX1stente. Por lo que afecta a la Comunidad
Autónoma de Galicia, basta ahora con recordar su competencia sobre
marisqueo y acuicultura (art. 27.15 del E.A.G.), en la que se comprende,
desde luego, la potestad para proceder a una «declaración» de este
género, en tanto esté la misma prevista en el ordenamiento. Importa
destacar, por lo demás, que la «declaración de zonas de interés
marisquero y de cultivos marino~ fue reconocida como competencia
propia de la Comunidad Autónotna en el Real Decreto 3.318/1982
sobre traspaso de funciones y servicios en materia de agricultura y pesc¡i
(apartado B.2 del anexo correspondiente).

Mayores dudas suscita el inciso final de este párrafo LO, según el cual
la «declaración» que comentamos «habrá de contar con la conformidad
de los demás organismos de la Administración estatal o autonómica que
tengan competencias en la costa». Ninguna taCha cabe oponer al.
precepto en lo que se refiere a Il.l Administración estatal, excepto
subrayar su carácter de norma de apltcación directa y no supletoria, pese
a lo proclamado en la dispdsición adicional de la presente Ley. En
efecto, la «conformidad» de la Administración estatal para la declara­
ció~, por la Administración autonómica. de una zona de interés para
culuvos .~os sólo bl,lbrá de considerarse exigible cuando dicha
declaraaon af~ta a espaciOS o enclaves fisicos sobre los que se proyecte
~ com.l)etencta estatal concurrente, a fin de garantizar, efectivamente,
!a mtegndad de la competencia.del Estado. Sin embargo, la exigencia
unpuesta por una Ley estatal de la conformidad de organismos de la
Administración autonómica invade la potestad de autoorganización de

las Comunidades Autónomas, con vulneraciÓD del orden constitucional
y estatutario de competencias establecido en el arto 148.1, LO, de la C.E.
y el art. 27.1 del E.A.G.

8. Los arts. 23 (párrafo 3.~ y 24, así como la Disposición transitoria
de la Ley, han sido impugnados por lo que tales reglas encerrarían, a
juicio de los órganos recurrentes, de permisión de una ulterior norma­
ción estatal en ámbitos que se estimen de la exclusiva competencia
autonómica:

a) El art. 23 forma parte del Título V de la Ley (<<Contaminación
y defensa ecológica») y tras regular, en su párrafo segundo, determinados
extremos relativos al tratamiento de agwis y a la depuración de vertidos
residuales, dispone en el párrafo 3.° (el único que se ha impugnado) que
en las zonas declaradas de interés para cultivos marinos «todos los
sistemas·existentes actualmente de evacuación al mar a que se refiere el
artículo anterior deberán adaptarse en el plazo y en las condiciones que
se establezcan en las nonnas de desarrollo de esta Ley, de tal forma que
la evacuación no perturbe o contamine las aguas en petjuicio de la fauna
o flora marina»-. El restode1 párrafo disciplina cuestiones ajenas a la
fundamentación expuesta por la representación del Parlamento de
Galicia, único órgano que impugna el precepto.

La referencia que así hace.la Ley a sus «normas de desarroll())t no
puede taebarse, en modo alguno, de inconstitucional, pues ni tal
remisión tiene por objeto, de modo expreso, disposiciones estatales, ni
en la misma se excluyen, por consiguiente, las que pudieran dictar las
Comunidades Autónomas en el ejercicio de las competencias que les
com:spondan, según sus respectivos Estatutos. En otras palabras, el
precepto no prejuzp. cuál sea·el régimen competencia!. sustantivo sobre
«OODtaminación y·defensa ecológica», y basta con constatado así para
rechazar· su impusnadón, sin que corresponda ahora a este Tn'bunal
-como ya advertunos- proceder, en este punto, a una declaración
general y abstracta sobre las competencias que en la materia correspon­
dan. respectivamente, al Estado y a las Comunidades Autónomas. Es
obvio, por lo demás:. q~e sj. en el «desarrollo» normativo al que la Ley
remite se llegaran a infringir competencias del Estado o de las Comum­
dades Autónomas estarían, en tal caso, abiertas las vías en derecho
existentes para depurar tal hipotético exceso competencial

b) Tanto la Junta como el Parlamento de Galicia impugnan,
asimismo, el art. 24, según el cual .en la elaboración de losan~
tos y disposiciones de carácter cenera! de ámbito nacional, cualqUIera
oue fuera su ranao, Que l>uedait incidir en los cultivos marinos será
preceptivo- el infonne del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta­
ción, oídas las Comunidades Autónomas afectadas». «Dicho informe
-concluye el precepto- tendra ca.ráCtet vinculante cuando se trata (le
zonas de interés para cultivos marinos.»

En lo que importa a la defensa de las competencias de las Comunida­
des Autónomas -perspectiva deSde la que·el~ se imp~a- este
art. 24 resulta, desde luego. inobjetable, pues su objeto de regulación no
es otro que el modo de e1abonlción de «anteproyectos y disposiciones»
estatales. y es de todo punto claro que una Ley de las Cones Generales
puede disciplinar tal extremo sin lesionar, con ello. las competencias
autonómicas. Tampoco quedan vulneradas tales competencias por el
mero hecho de que la Ley aluda aquí a unas indeterminadas disposicio­
nes estatales., siendo de reiterar, a estos efectos, lo que se acaba de
indicar en el punto anterior de este mismo fundamento juridico. Ha de
tenerse en cuenta, además, que los «anteproyectos y disposiciones» cuyo
procedinriento de adopción ~uí se regula son, según la Ley, aquellos
que «puedan incidir en los cultivos marinos», y es notorio que el Estado
ostenta competencias euyo ejercicio puede negar a detenninar una tal
incidencia (apartados 13. 15, 19 Y 20 del arto 149.1 de la Constitución,
entre otros).

e) De conformidad con la Disposición transitoria, «La ordenación
de los cultivos marinos se regirá por esta Ley desde su entrada en vigor
y por las Disposiciones derivadas de la Ley 59/1969, de 30 de junio, en
todo lo que no se oponga a la presente Ley y en tanto el Estado y las
Comunidades Autónomas no dieten las correspondíentes nonnas de
desarrollo en el ámbito de sus respectivas com,petencias.» Los órganos
recurrentes la impugnan en lo que tiene -por decirlo con palabras de la
representación de la Junta de Galicia- de «reServa estatal de disposicio­
nes o normas de desarrollo».

La constitucionalidad del precepto, en tal extremo, se deriva de las
consideraciones ya expuesta&, respecto de remisiones análogas, en los
apartados precedentes. Cabe reiterar que una remisión de este género a
la potestad reglamentaria del Gobierno «sólo puede ser interpretada, de
conformidad con la Constitución, como habilitación para el ejercicio de
aquella POtestad normativa en las materias de competencia estatal (...),
sin merma alguna de las que correspondan a las Comunidades Autóno­
mas» (STC 227/1988, fundamento juridico 30).

9. Consideraremos en este fundamento las impugnaciones deduci­
das frente a los arts. 25, 27 Y 28, todos ellos del Título VI de la Ley
(4<Coordinación y Junta Asesora»). Los órganos recurrentes han moti­
vado su petición de declaración de inconstituciona1idad de estos
preceptos en una diversidad de argumentos -expuestos ya en los
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antecedentes- que pueden sintetizarse en que, para la Junta y para el
Parlamento de Galicia, la Ley habría~do aquí a una «coordina­
ción», «armonización» o «refonnulaciómt de ámbitos competenciales
para las que el Estado carecería de título habilitante. con la consiguiente
constricción o vulneración de las competencias de la Comunidad
Autónoma La argumentación adversa del Abopdo del Estado se basó,
como también quedó dicho. en las competenCIas atribuidas al Estado,
sobre todo por el arto 149.1.13 de la Constitución, así como en lo
prevenido en el arto 131 de la misma norma fundamental.

a) El an. 2S ha sido impugnado en sus cuatro párrafos, que preVén.
respectivamente. la necesidad de establecer una «coordinación» entre el
Ministerio de Agricultura., Pesca y Alimentación y los órganos corres­
pondientes de las Comunidades Autónomas. la posibilidau. ei:l segundo
lugar, de que el Ministerio citado proponga «planes nacionales de
cultivos marinos». a elaborar «de común acuerdo con las Comunidades
Autónomas», y en los que se «contemplarán necesariamente los recursos
necesarios para su realización», en tercer lugar, la ejecución de dichos
planes por las Comunidades Autónomas competentes y, en fin, la
posibilidad. para la Administración del Estado, de recabar de las
Comunidades Autónomas «CUaDta información estime necesaria para
valorar el cumplimiento ~ los planes».

En los fundamentos jurídicos que anteceden hemos tenido ya
ocasión de advertir. reiterando una consolidada doctrina constitucional.
que la existencia de una determinada competencia autonómica sobre
determinada «materia»=~turay marisqueo, en el·presente caso) no
ha de descartar la posi .. de que, en virtud de otros títulos, se
produzca en aquel ámbito una legítima intervención del Estado.
hipótesis en modo alguno excepcional si se panede la constatación. del
todo obvia., de que las articulaciones competencia1es en.nuestro Estado
de las Autonomías no han llevado a cabo una fragmentación .idea1. en
sectores éstancos., de la realidad a normar. Así .las cosas. fácil será
comprender que la competencia exclusiva del Estado pai'a establecer las
bases Y la coordinación de la planiftcadón general de la actividad
económica (art. 149.1.13 de la Constitución) puede proyectarse sobre el
sector económico de los cultivos marinos y siempre. claro está. que en
el ejercicio de dicha competencia no resulten vaciadas de contenido. o
Iinlltadas irrazonablemente. las comespondientes competencias autonó-­
micas. No cabe oponer tal reproche. desde luego. alas reglas contenidas
en este arto 25. Los planes nacionales de cultivos marinos que en él se
contemplan no son impuestos, sino propuestos, por la Administración
del Estado, exigiéndose, así, la conformidad de las Comunidades
Autónomas afectadas para su aprobación. y reconociéndose. _en el
mismo precepto, que su ejecución corresponderá, en todo caso, a las
comunidades que ostenten competencias en la materia. Nada hay en
todo ello que lesione las competencias autonómicas. como tampoco es
reconocible tal lesión en la previsión legislativa de. una necesaria
«coordinación» entre los órganos correspondientes del Estado y de las
Comunidades Autónomas; el establecimiento de fórmulas e instancias
de coordinación es, no se olvide, algo que corresponde necesariamente
a la competencia estatal (art. 149.1.13 de la Constitución), por más que,
como también reiteradamente ha dicho este Tribunal,. tal competencia
no entrañe apoderamiento alguno en favor del Estado para nonnar
directamente el ámbito material sobre el que la coordinación se
establece (por todas,la STC 106/1987, fundamento jurídico 4.°).

Tampoco merece reproche de insconstitucionalidad el deber de
«informa1":lt al Estado. por parte de las Comunidades Autónomas, a
efectos de «Valorar el cumplimiento de los planes». Una previsión
semejante (establecida, con carácter general, en el art. 2 de la Ley del
Proceso Autonómico) responde adecuadamente al principio FDeral de
cooperación ínsito en nuestra forma de orpnización temtorial del
Estado (STC 186/1988, fundamento jurídico 7.·, entre otras muchas) y
seJUstifica aquí, además. en atención a las exigencias de la coordinación
en la planificación que la Ley ha previsto.

b) En estrecha relación con lo dispuesto en el precepto que se acaba
de examinar está el 3rt. 27 de la Ley, que preve la constitución de una
Junta Nacional Asesora de Cultivos Marinos «con objeto de facilitar la
coordinación de las actividades de las distintas Comunidades Autóno­
mas» y «efectuar un seguimiento de los planes nacionales» de cultivos
marinos. La previsión de una instancia de coordinación de este carácter
no es, desde luego, ajena a las competencias estatales del art. 149.1.13
de la Constitución, SIempre que a traVés de dicha Junta no se pretenda.
de hecho, limitar o condicionar, más allá de lo que la estricta
_coordinación demanda,. las competencias autonómicas. Nada hay en
este precepto. sin embargo, que permita aventurar tal resultado, conte­
niéndose en él,. más bien. prevenciones que han de garantizar la posición
institucional y las competencias de las Comunidades Autónomas: en
efecto, de la Junta Nacional formaránpane «todas las Consejetías de
Pesca» y sus objetivos, composición y funcionamiento serán desarrolla­
dos por un Reglamento que no podrá ser adoptado por el Ministerio de
Agricultura,. Pesca Y Alimentación (<<SaDcionado y publicado», dice
impropiamente la Ley) sin la «prevía conformidad» de las Comunidades
Autónomas. Tampoco este precepto. por consiguiente, puede decirse
contrario a la Constitución.

c) El arto 28 de la Ley dispone, en lo que aquí interesa, que el
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación «oídas las Comunida­
des Autónomas, podrá proponer al Gobierno la declaración de indus­
trias de interéS preferente, conforme a la Ley 152/1963, de 2 de
diciembre. a las actividades que se consideren oportunas entre las
dedicadas a cultivos marinos, así como la de zonas de preferente
localización para las mismas». El Parlamento de Galicia ha impugnado
este último inciso, alegando que el Ministerio estatal no puede tener «UD
derecho de propuesta incondicionado sobre la determinación de las
zonas de preferente localización dentro del territorio de la Comunidad
Autónoma», ya que -se añade- «dicha faeultad está limitada en función
de la competencia exclusiva que tiene la Comunidad sobre "ordenación
del territorio y del litoral" (art. 27.3 del EAG»>.

La remisión que realiza este precepto, en el inciso impugnado, a la
declaración. según la Ley 153/1963. de «zonas de preferente localiza­
clÓD» industrial ha de entenderse hecha al arto 4 de dicho texto legal,
regla que fue expresamente derogada por la Ley 50/1985. de Incentivos
ReJionales para la Corrección de Desequilibrios Económicos Interterri­
toriales., en cuyo arto 4.° se dispone la creación de un Consejo Rector y,
en su seno, de unos «grU~ de trabajo» -en los que «se asignará
representación a las Comumdades Autónomas afectadas en cada caso»­
a los que se encomienda la propuesta de concesión de «incentivos
regionales» a aplicar en las zonas que dice el art. 2.1 de la misma Ley.
Es claro que nuestro examen no puede ahora extenderse a nada de 10
dispuesto en esta Ley 50/1985, aunque también lo es que la derogación
por la misma del precepto legal al que implícitamente remitía el inciso
impugnado de este 3rt. 28 ha deparado. en este punto, una extinción
sobrevenida del objeto del recurso. pues el procedimiento -controver­
tido por la representación aetora- para la declaración de zonas de
preferente localización industrial (art. 4 de la Ley 152/1963) no existe ya
en nuestro ordenamíento. con lo que desaparece. también, el sentido de
un pronun~entopor parte de este Tribunal, a salvQ el caso, que aquí
no se da. en que fuese preciso examinar la legitimidad constitucional de
disposiciones ya derogadas a fin de eliminar todo posible vestigio de
vigencia de la regla acaso inconstitucional (STC 199/1987, fundemento
jurídico 3.")

10. Ha sido también impugnado el art 29 de la Ley, cuyos dos
primeros párrafos prevén. respectivamente, que, «a los efectos de
coordinar la investigación en materia de cultivos marinos», la Junta
Nacional Asesora preparará un plan de investigación a cinco años que
«establecerá un orden de prioridades, de acuerdo con las necesidades del
sector» y que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
destinará de sus presupuestos, «a tal efecto», las cantidades precisas para
el desarroUo y fomento de dicha investigación. La impugnación del
precepto alcanza. asimismo, a su tercer y último párrafo, que reconoce
«¡JI'eferencia en los términos establecidos en el arto 7 de esta Ley»
(otorgamiento de concesiones y autorizaciones) a los organismos cientí­
ficos. públicos o privados. que realicen las investi~ones en acuicultura
marina o en materias de protección. conservacIón y regeneración de
fondos. pero la única tacha opuesta a esta previsíón por la Junta de
Galicia no es otra que la ya aducida frente al art~ 7 al que la misma
remite, siendo de reiterar aquí lo que entonces. dijimos a propósito de
aquella impugnación y, en concreto, el carácter supletorio, en este punto.
de la norma estatal y su inocuidad. por lo mismo, para el orden
constitucional y estatutario <le disttibuClón de competencias.

Tampoco son contrarias a la Constitución las disposiciones conteni­
das en los dos primeros párrafos de este arto 29, pues dichas reglas
afectan direétaniente al fomento y a la coordinación general de la
investigación científica. que, como es patente, corresponde -a la compe­
tencia del Estado (art. 149.1.15 de la Constitución) y cuyo ejercicio se
prevé aquí en tétminos que no pueden decirse incompatibles con las
competencias sustantivas de las Comunidades Autónomas en virtud de
sus respectivos Estatutos. La. Junta de Galicia, aceptando la competencia
estatal para la «coordinación» en este ámbito, circunscribe su impugna­
ción a lo previsto (párrafo 2.° del precepto) en orden al «fomento» de
la investigación con cargo a los presupuestos del Ministerio estatal. pero
su alegato de que la adjudicación de estas ayudas ha de llevarse siempre
a cabo por la propia Comunidad·Autónoma ni afecta. de modo directo,
a la disposición legal -que nada dice sobre este punto-. ni podría
aceptarSe. pOr lo demás. en los términos absolutos y genéricos que la
recurrente expone, pues el citado arto 149.1.15 reconoce inequívoca­
mente al Estado una competencia para la acción de «fomento» en este
específico sector. con independencia, claro es, de la actuación propia que
pueda ser llevada a cabo por las Comunidades Autónomas (STC
53/1988, fundamento jurídico 1.0).

11. Los arts. 30 Y 31 se refieren al régimen de infracciones y
sanciones en materia de cultivos marinos, regulación que se abre con
una expresa cláusula de salvaguardia y respeto de «las competencias que
le vienen atribuidas a las Comunidades Autónomas en los diferentes
Estatutos de Autonomía». Esta advertencia, que ha de ponerse en
relación con la aplicación supletoria que para sí busca la Ley (Disposi­
ción adiciolial), impide acoger ahora las impugnaciones deducidas
contra estos pteceptos por la Junta y por el Parlamento de Galicia, pues.
es manifiesto que en eUos no se pretende impedir ni menoscabar el
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ejercicio por las Comunidades Autónomas de las competencias que en .
este extremo les correspondan (competencias ejercidas por Galicia, cabe
recordar, a través de las antes atadas Leyes de su Parlamento Sy 13, de
19851.Basta con constatarlo así oara rechazar los aleptos de los
recurrentes en este punto, sin Que sea ahora preciso decir nada más sobre
la extensión y límites de las competencias autonómicas en orden al
Derecho sancionador. cuestión que sólo seria pertinente examinar en la
medida en que se llegara a controvertir el concreto ejercicio de dichas
competencias (STC 87/1985, fundamento jurídico 8.°; en términos
análogoS, STC 227/1988, fundamento jurldko 29).

12. La fundamentación oüe antecede lleva a declarar la inconstitu­
cionalidad del inciso «O autonómica» contenido en el~o 1.0 del articulo
26, por las IllZOIles expuestas en el fundamento jurídico 7.°, apartado c) de
esta Sentencia, recba2ando en lo demás las impugnaciones deducidas
por la Junta y por el Partamento de Uallaa trente a la Ley ¿j/lYl:S4, cuya
Disposición adicional tampoco puede, en fin, considerarse inconstitu­
cional, teniendo en cuenta lo que sobre ella ya se ha dicho en los
fundamentos 3.° y 4.°, en ninguna de sus dos determinaciones: suplet<r
riedad de la Ley misma y necesario respeto, por las Comunidades
Autónomas, de las atnbuciones que su título II confiere «a los órganos
correspondientes de la Administración del Estado».

FALW

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AFrORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Declarar inconstitucional, y por consiguiente nulo, el inciso «o
autonémica» contenido en el párrafo 1.0 del arto 26 de la Ley 23/1984,
de 25 de junio, de Cultivos Marinos.

2.e Desestimar los recunos en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
nueve. Finnado: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uo­
rente.-Antonío Troyol Serra.-Fernando Garcia-Mon y González-Regue­
raI.-Car1os de la Vega Benayas.-Eugenin DIaz Eimil.-Miguel RodrígUez­
Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesús Leguina Villa.-Luis López Guena-José
Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-José
Vicente Gimeno Sendra.-Rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Antonio Truyol Sena, don Fernando García-Mon y González-RC$?eral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Legui.na. Villa. don Luís
López Guerra. don José Luis de los Mozos y de los Mozos. don Alvaro
Rodríguez Bereijo y don José Vicente Gimeno Sendra. Magistrados, ha
pronunciado

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 864/84, planteado por
el Gobierno Vasco, representado por el Abogado don José Ignacio López
Cárcamo, en relación con determinados preceptos del Real Decreto
1.338/1984, de 4 de julio, sobre medidas de seguridad en entidades y
establecimientos públicos y privados. Ha sido parte el Gobierno de la
Nación, representado por el Abogado del Estado, y Ponente el Magis­
trado don Vicente Gimeno Sendra, quien txpresa el parecer del
Tribunal.

de dicha Comunidad Autónoma los artículos en los que todas las
mentadas facultades de ejecución están contenidas.

a) Señala, en primer lugar, el A~o del Gobierno Vasco, tras
afirmar que se han cumplido los reqUIsitos procesales en el plantea·
miento del conflicto, Que por su escrito se impugnan ciertos preceptos
del Real Decreto 1.338/1984 que considera viciados de incompetencia,
pero que no se incluyeron en el requerimiento previo -en concreto, los
contenidos en los arts. 4.2; 7.2; 8; 11.2; 12.1; 13.2; 16.1; 22.2; 29.1; 31.2;
33.5 YDisposición adicional primera, apartado 4, y Disposición adicio­
nJ1 ~da-. Sin embargo, entiende que este defecto procesal, aun grave
y debido a error inexcusable de parte, no debe impedir un pronuncia­
miento sobre el fondo, tanto por la conexión existente entre los
preceptos mencionados y no mencionados en el requerimiento, como
por el carácter indispomble de las competencias constitucionales, que, si
perm.itea las Comunidades Autónomas plantear conflictos con el mismo
objeto contra disposiciones y actos de desarrollo de normas reglamenta­
rias no impugnadas en su día, como afirma la STC 26/1982, de 24 de
mayo, con mayor razón debe permitir impugnar artículos DQ incluidos
en el requerimiento previo, habida cuenta, además, que, como en el
presente, caso, ello no produce indefensión irreparable para una de las
partes.

b) Por 10 que se refiere al fondo del conflicto, alega el Abogado del
Gobierno Vasco que, a su parecer, los arts. 149.1.29 de la c.E. yel 17
del EAPV reparten las competencias en materia de seguridad pública
reservando al Estado la potestad normativa y a la Comunidad Autó­
noma la ejecución no normativa de las normas estatales, atribución ésta
que queda clara en lo que se refiere al aspecto puramente policial de
dicha tarea y que debe deducirse, en lo referente al aspecto administra­
tivo, de la naturaleza y. finalidad con que está concebida la asunción
competencial en el citado precepto estatutario. El juego de este último
y del arto 149.1.29 de la e.E. no puede limitarse a la asunción por parte
de la Comunidad Autónoma Vasea de una simple potestad.0ll3nizativa
de su propia policía, pues ésta quedaría vacía de contenido 51 paralela~

mente no se entiende otorgada a los órganos administrativos autonómi­
cos la competencia de tjecutar la normativa estatal encaminada a
garantizar la· seguridad pública. Siendo misión de la Policía Autónoma
Vasca, según el mencionado arto 17 EAPV, la de proteger las personas
y bienes y mantener el orden público dentro del territorio autónomo,
ello implica una tarea de ejecución en materia de seguridad pública que
no puede desligarse, sin menoscabo del principio de eficacia proclamado
en el art 103 de la C.E., de la ejecución administrativa de la normativa
estatal encaminada a aquel fin. Improcedencia de esta· separación
orgánica entre ambos grados de ejecución que se aprecia con más
claridad si se tiene en cuenta que corresponde a) Gobierno Vasco el
mando supremo de la Policía Autónoma.

Esta conclusión encuentra mayor apoyo en la doctrina utilizada por
el Tribunal Constitucional para, mirando más allá del esctricto tenor
literal de la norma constitucional o estatutaria, delinear un reparto
competencia) más racional, como se deduce de la teoría del «contenido
inherente a la competencia» (Sentencias de 22 de diciembre de 1981 Y
8 de junio de 1982) o la de las «materias conexas» (Sentencia de 13 de
febrero de 1981).

Además, de la estructura del arto 149.1 de la C.E: y de las asunciones
competenciales verificadas por los Estatutos a) amparo de dicho
precepto y del art 149.3, puede deducirse un principio general, no
expresamente previsto, pero acorde con el espíritu del texto constitucio­
nal, que atribuye a las Comunidades Autónomas llamadas de primer
grado la ejecución en bloque de la normativa estatal, excluyendo algunas
materias que en dicho arto 149.1 se enumeran libres de reservas a las

Pleno. Sentencia 104/1989. de8 dejunio. Conflicto positivo
de competencia 86411984. Promovido por el Gobierno
Vasco en relación con determinados preceptos del Real
Decreto 1.338/1984, de 4 de julio. sobre medidas de
seguridad de entidades y establecimientos públicos y priva·
dos.
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l. Antecedentes

1. El 13 de septiembre de 1984, el Gobierno Vasco formuló al
Gobierno de la Nación requerimitnto de incompetencia, de acuerdo con
lo establecido en el art. 63 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal, en relación con determinados preceptos del Real Decreto
1.338/1984, de 4 de julio, sobre medidas de seguridad en entidades y
establecimientos JlÚblicos y privados, publicado en el B.O.E. el dia 13
del mismo mes, por entender que dichos preceptos -en concreto los
contenidos en los arts. 2.1 y 2; 3; 9; 11.1; 13.1; 19; 21.1 y 2; 22.1; 23.1,
2 Y3; 26; 29.2; 31.4; 33.1, 2, 3, 4 Y6; 34.2; 35; 36 YDisposición adicional
cuarta del citado Real Decreto- no respetan el orden de competencias
establecido en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía para el
País Vasco (en adelante EAPV). El Consejo de Ministros, en su reunión
de 31 de octubre de 1984, adoptó el Acuerdo de no atender el
requerimiento formulado, que fue notificado al Gobierno Vasco el 8 de
noviembre siguiente.

2. En consecuencia, y previo Acuerdo del Gobierno Vasco en su
sesión de 4 de diciembre de 1984, el Abogado don José Ignacio López
Cárcamo, en nombre :r representación del mismo, planteó conficto
positivo de competencUl, mediante escrito presentado el día 10 del
mismo mes y año, solicitando de este Tribunal que se reconozca la
competencia de la Comunidad Autónoma Vasca para ejecutar la
normativa del Estado en materia de seguridad pública, declarando en
favor de aquélla la titularidad de las facultades de ejecución administra­
tiva que el Real Decreto 1.338/1984 atribuye al Gobernador civil, al
Director de la Seguridad del Estado, al Ministerio del Interior, al
Consejo de Ministros :r a las Fuerzas de Seguridad del Estado, y que se
declaren nulos o, subsI(liariamente, inaplicables en el ámbito terntorial


